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Resumen: En este artículo se hace un análisis general del contenido y 
alcance de la nueva Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Admi-
nistrativa sancionada en 2010, partiendo de sus antecedentes formativos 
derivados de la jurisprudencia de la antigua Corte Suprema de Justicia y 
del actual Tribunal Supremo de Justicia, y del trabajo progresivo de la 
doctrina, hasta su expresión formal en el texto legal, el cual, contraria-
mente a lo que se expuso en la “Exposición de Motivos” del proyecto de 
ley, no establece ninguna “justicia administrativa socialista,” aunque en 
la práctica judicial de los últimos años, la Jurisdicción haya abandona-
do la protección de los intereses particulares lesionados por la actividad 
administrativa. 

INTRODUCCIÓN 

El régimen de la Jurisdicción Contencioso Administrativo en Venezuela se ha regulado 
en Ley Orgánica dictada el 15 de diciembre de 2009

1
 (en lo adelante LOJCA 2010), con la 

                                            
1
 La Ley Orgánica fue sancionada por la Asamblea Nacional el 15 de diciembre de 2009, y publica-

da en Gaceta Oficial N° 39.447 de 16 de junio de 2010, y luego reimpresa por “error material” en 
Gaceta Oficial N° 39.451 de 22 de junio de 2010. Previamente, la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia había declarado la “constitucionalidad del carácter orgánico” de la Ley, en 
sentencia Nº 290 de 23 de abril de 2010. Véase el texto en http://www.tsj.gov.ve/deci-siones/scon/ 
Abril/290-23410-2010-10-0008.html. La Ley dispuso una vacatio legis, respecto del Título II, re-
lativo a la Estructura Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, previendo su entra-
da en vigencia a los 180 días siguientes a su publicación, es decir, para el 16 de diciembre de 
2010. Debe observarse, en todo caso, que en una incomprensible Disposición Transitoria Segunda, 
la Ley Orgánica autorizó al Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Plena, para que mediante reso-
lución dictada a solicitud de la Sala Político Administrativa, pueda “diferir la aplicación de la pre-
sente Ley, en las circunscripciones judiciales donde no existan las condiciones indispensables para 
su puesta en práctica”. No es concebible, realmente, que pueda siquiera pensarse que en un Estado 
de derecho pueda eliminarse el control judicial de la Administración en determinadas circunscrip-
ciones judiciales. Ello sería inconstitucional por violación del derecho a la tutela judicial efectiva 
frente a la Administración.  
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cual se culminó la ordenación de la misma, que se había establecido transitoriamente desde 
1976 en la Ley Orgánica de la Corte Suprema de 1976, reformada en 2004

2
 (LOTSJ 2004). 

La Ley Orgánica, en efecto recogió todos los principios relativos al control de constitu-
cionalidad y legalidad de los actos administrativos, desarrollados en las referidas normas 
transitorias, con el invalorable aporte de la doctrina,

3
 y de la abundantísima jurisprudencia en 

la materia,
4
 partiendo de la constitucionalización de la Jurisdicción Contencioso Administra-

                                            
2
 Véase en Gaceta Oficial Nº 1.893, Extraordinaria del 30-07-1976. Véase los comentarios a dicha 

Ley Orgánica en Allan R. Brewer-Carías y Josefina Calcaño de Temeltas, Ley Orgánica de la 
Corte Suprema de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1989. Esta Ley estuvo vigente 
hasta 2004, cuando sus normas fueron sustituidas por las de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo 
de Justicia de 2004. Véase en Gaceta Oficial Nº 37.942 de 20-05-2004. Véase los comentarios a 
dicha Ley Orgánica en Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004. Véase en general los estudios de Antonio Canova 
González, Alejandra Figueiras, Andrés E. Troconis Torres, Miguel Ángel Torrealba Sánchez, José 
Ignacio Hernández G., Daniela Urosa Maggi, Jorge C. Kiriakidis L., Luis Fraga Pittaluga, Betty 
Andrade Rodríguez, en el libro El Contencioso Administrativo a partir de la Ley Orgánica del 
Tribunal Supremo de Justicia, Funeda, Caracas, 2009. La Ley Orgánica de 2004 fue derogada por 
la Ley del Tribunal Supremo de Justicia sancionada por la Asamblea Nacional el 6 de mayo de 
2010 (LOTSJ 2010), en la cual se eliminó toda la normativa que se refería al contencioso adminis-
trativo. Véase en Gaceta Oficial N° 5.991 Extraordinaria de 29 de julio de de 2010, reimpresa por 
error material en Gaceta Oficial Nº 39.483 de 9 de agosto de 2010, y en Gaceta Oficial N° 39.522 
del 1° de octubre de 2010. Véase los comentarios en Allan R. Brewer-carías y Víctor Hernández 
Mendible, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2010. 

3
 Véase Luis Torrealba Narváez, “Consideraciones acerca de la Jurisdicción Contencioso-Ad-

ministrativa, su Procedimiento y Algunas Relaciones de éste con el de la Jurisdicción Judicial Ci-
vil”, en Anales de la Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1951; Hil-
degard Rondón de Sansó, El Sistema Contencioso-Administrativo de la Carrera Administrativa. 
Instituciones, Procedimiento y Jurisprudencia, Ediciones Magón, Caracas, 1974. Allan R. Brewer-
Carías, Estado de Derecho y Control Judicial, Madrid, 1985, pp.281 y ss; José Araujo Juárez, De-
recho Procesal Administrativo, Vadell Hermanos editores, Caracas, 1996; Allan R. Brewer-Carías, 
Instituciones Políticas y Constitucionales, Tomo VII: Justicia Contencioso Administrativa, Edito-
rial Jurídica Venezolana, Caracas-San Cristóbal, 1997; Antonio Canova González, Reflexiones pa-
ra la reforma del sistema contencioso administrativo venezolano, Editorial Sherwood, Caracas, 
1998; Carlos L. Carrillo Artiles, El recurso jurisdiccional contra las abstenciones u omisiones de 
los funcionarios públicos, Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1996; Víctor Hernández-
Mendible, Tutela judicial cautelar en el contencioso administrativo, Vadell Hermanos editores, 
Caracas, 1998; Daniela Urosa Maggi, Tutela judicial frente a la inactividad administrativa en el 
derecho español y venezolano, Funeda, Caracas, 2003; M. A. Torrealba Sánchez, Manual de Con-
tencioso Administrativo (Parte General), Caracas, 2006. Véase además, las siguientes obras colec-
tivas: El Control Jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, Instituto de Derecho Públi-
co, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1979; 
Contencioso Administrativo en Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana, tercera edición, Caracas, 
1993; Derecho Procesal Administrativo, Vadell Hermanos editores, Caracas, 1997; 8ª Jornadas 
“J.M. Domínguez Escovar” (Enero 1983), Tendencias de la jurisprudencia venezolana en materia 
contencioso-administrativa, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, U.C.V., Corte Suprema de 
Justicia; Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Tip. Pregón, Caracas, 1983; Contencioso 
Administrativo, I Jornadas de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer-Carías, Funeda, 
Caracas, 1995; XVIII Jornadas “J.M. Domínguez Escovar, Avances jurisprudenciales del conten-
cioso- administrativo en Venezuela, 2 Tomos, Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Dia-
rio de Tribunales Editores, S.R.L. Barquisimeto, 1993.  

4
 En cuanto a la jurisprudencia, véase en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia de la Corte Su-

prema 1930-74 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo V, La Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, Vol. 1 y 2, Instituto de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad Cen-
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tiva en el artículo 206 de la Constitución de 1961, cuyo texto fue recogido en el artículo 259 
de la Constitución de 1999, en el cual se estableció una Jurisdicción especializada dentro del 
Poder Judicial.  

Por tanto, en Venezuela, como en la gran mayoría de los países latinoamericanos, el de-
recho administrativo no se construyó con base en los criterios de distinción entre una “juris-
dicción judicial” y una supuesta “jurisdicción administrativa,” sino que su configuración 

paulatina lo que dio origen fue a una competencia especializada de determinados tribunales 
para conocer de litigios en los cuales interviene la Administración, pero siempre integrados 
en el Poder Judicial.

5
 

Ese proceso tuvo sus antecedentes constitucionales en materia de contencioso de anula-
ción en el texto de la Constitución de 1925, y en materia de demandas contra los entes públi-
cos, en el ámbito contractual, desde el texto de la Constitución de 1830; todo como un fuero 

judicial especial para la República, siendo la Constitución de 1947 la primera en emplear la 
expresión “procedimiento contencioso-administrativo” (Art. 220,10 y 220,12). Su desarrollo, 
sin embargo, en realidad ocurrió a partir de la década de los sesenta. 

La mencionada norma fundamental que constitucionaliza esta jurisdicción en Venezuela 
contenida en el artículo 259 de la Constitución de 1999

6
, establece lo siguiente: 

“La jurisdicción contencioso-administrativa corresponde al Tribunal Supremo de Justicia y a 
los demás tribunales que determina la ley. Los órganos de la jurisdicción contencioso-
administrativa son competentes para anular los actos administrativos generales o indivi-
duales contrarios a derecho, incluso por desviación de poder; condenar al pago de sumas 
de dinero y a la reparación de daños y perjuicios originados en responsabilidad de la Ad-
ministración; conocer de reclamos por la prestación de servicios públicos y disponer lo ne-
cesario para el restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la ac-
tividad administrativa.” 

Sobre esta norma, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en su sen-
tencia de 23 de abril de 2010, al declarar la constitucionalidad del carácter Orgánico de la 
Ley, ha dicho que con la misma, que es sustancialmente la misma de la Constitución de 1961 

(art. 206): 

 

“se terminó de desmontar la concepción puramente objetiva o revisora de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa, para acoger una visión de corte utilitarista y subjetiva, que no se li-
mita a la fiscalización abstracta y objetiva de la legalidad de los actos administrativos forma-
les, sino que se extiende a todos los aspectos de la actuación administrativa, como una mani-

                                            
tral de Venezuela, Caracas, 1978; Allan R. Brewer-Carías y Luís Ortiz Álvarez, Las grandes deci-
siones de la jurisprudencia Contencioso-Administrativa, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
1996; Luís Ortiz-Álvarez, Jurisprudencia de medidas cautelares en el contencioso-administrativo 
(1980-1994), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1995. La jurisprudencia del Alto Tribunal y 
de las Cortes de lo Contencioso Administrativo a partir de 1980 ha sido publicada regularmente, 
ordenada sistemáticamente, en la Revista de Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana.  

5
  Véase M. Pérez Guevara, “Prólogo”, en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia de la Corte Su-

prema 1930-1974 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo II, Ordenamiento Orgánico y Tri-
butario del Estado, Instituto de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad Central de 
Venezuela, Caracas, 1976, pp.1-10. 

6
 Véase en general Allan R. Brewer-Carías, La Constitución de 1999. Derecho Constitucional 

Venezolano, 2 Tomos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004. 
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festación del sometimiento a la juridicidad de la actuación del Estado y de la salvaguarda de 
las situaciones jurídicas de los particulares frente a dicha actuación.”

 7
 

Esto ya lo había destacado la antigua Corte Suprema de Justicia en sentencia de 15 de 
octubre de 1970 al comentar la norma similar del artículo 206 de la Constitución de 1961, 

indicando que con ella se buscó: 

“Sobre todo, resolver, de una vez, en nuestro país, mediante un precepto constitucional, la 
polémica que ha dividido a tratadistas y legisladores, tanto en Europa como en América, 
acerca de la conveniencia de que sean órganos independientes del Poder Judicial los que co-
nozcan de las cuestiones que se susciten entre los particulares y la Administración con moti-
vo de la actividad propia de ésta, en sus diversos niveles. 

Como se indica en la Exposición de Motivos de la Constitución, ésta “consagra el sistema 
justicialista de la jurisdicción contencioso-administrativa”, apartándose del sistema francés y 
reafirmando la tendencia tradicionalmente predominante en la legislación nacional, de atri-
buir el control jurisdiccional de la legalidad de los actos de la Administración a los órganos 
del Poder Judicial.”

8
 

Como también lo ha precisado la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, 
“el contencioso administrativo se erige como una “jurisdicción” (rectius: competencia) que 
ocupa una posición central dentro de la estructura orgánica y funcional del Poder Judicial, 

pues, dentro de los mecanismos de control de la actuación del Estado, organiza un sistema 
judicialista integral de protección de la legalidad administrativa y de los derechos e intereses 
de los particulares que garantiza la plena jurisdicción de la actividad administrativa, a través 
de un marco general cuya relevancia y especificidad demandaron del Constituyente de 1999, 
un reconocimiento constitucional.

9
 

La Constitución de 1999, como lo hizo la de 1961, reservó al Tribunal Supremo, en ge-

neral, la declaratoria de nulidad de los actos administrativos del Ejecutivo Nacional, cuando 
sea procedente (artículo 266, numerales 5, 6 y 7), con lo que dejó implícitamente a los demás 
Tribunales de la jurisdicción contencioso-administrativa la competencia para declarar la 
nulidad de los actos de las autoridades administrativas de los Estados y Municipios.  

Además, en cuanto a las demás autoridades nacionales que no conforman estrictamente 
el “Ejecutivo Nacional”, el control contencioso-administrativo de sus actos, constitucional-

mente se ha atribuido a otros Tribunales distintos del Tribunal Supremo de Justicia, tanto por 
razones de inconstitucionalidad como de ilegalidad, como parcialmente se hizo desde 1976 al 
crearse la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo y atribuirle competencia en dicha 
materia al igual que a ciertos Tribunales Superiores con competencia en lo civil.  

Ahora, es la LOJCA 2010 la que regula ampliamente toda la gama de tribunales conten-
ciosos administrativos, incluyendo, además de la Sala Político Administrativa del Tribunal 

Supremo de Justicia, los Juzgados Nacionales, los Juzgados Estadales y los Juzgados de 
Municipio de la jurisdicción Contencioso Administrativo (art. 11). 

                                            
7
 Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Abril/290-23410-2010-10-0008.html 

8
 Véase sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 15-12-70 en 

Gaceta Forense, Nº 70, 1970, pp.179-185 y en Gaceta Oficial, Nº 29.434 de 6-2-71, pp. 219-
984-5. 

9
 Véase la sentencia Nº 290 de 23 de abril de 2010. Véase en http://www.tsj. gov.ve/decisio 

nes/scon/Abril/290-23410-2010-10-0008.html. 

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Abril/290-23410-2010-10-0008.html
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I. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES QUE CONDICIONAN EL RÉGIMEN DE LA 

LEY ORGÁNICA DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 

Ahora bien, la importancia del texto del artículo 259 de la Constitución, y su efecto in-
mediato, que es la constitucionalización de la jurisdicción contencioso-administrativa tal 
como se ha venido desarrollando y configurando en las últimas cinco décadas, implica una 
serie de condicionantes en relación con su desarrollo legislativo,

10
 que han informado en 

general las disposiciones de la nueva LOJCA 2010, y que son: primero, el principio de la 
especialidad de la Jurisdicción; segundo, el principio de la universalidad del control como 
manifestación del sometimiento del Estado al derecho (principio de legalidad); y tercero, el 
principio de la multiplicidad de los medios de control como manifestación del derecho ciuda-
dano a la tutela judicial efectiva.

 
 

1. La especialidad de la Jurisdicción 

En primer lugar está el principio de la especialidad de la Jurisdicción, que implica que la 
jurisdicción contencioso-administrativa se pueda definir como el conjunto de órganos judicia-
les encargados de controlar la legalidad y la legitimidad de la actividad administrativa, en 
particular, de los actos administrativos, hechos y relaciones jurídico-administrativas. Como 
hemos dicho, no se trata de una “jurisdicción ordinaria” sino de una jurisdicción especial que 
por tanto es parte del Poder Judicial del Estado cuyo ejercicio está encomendado a unos 

órganos judiciales determinados y especializados por razón de los sujetos sometidos a control 
o por razón de la materia. 

En este sentido, el sistema venezolano se aparta del sistema francés que nació de la in-
terpretación del principio de la separación de poderes realizada a la luz de una peculiar tradi-
ción y evolución de desconfianza en los jueces, que tuvo su origen en los días de la Revolu-
ción francesa. De esta peculiaridad histórica derivó la prohibición para los jueces de poder 

controlar la Administración y sus actos. Ello condujo al propio desarrollo del derecho admi-
nistrativo que tanto influenció en todos los países latinos; influencia que, sin embargo, no 
comprendió el sistema jurisdiccional administrativo separado del judicial que se desarrolló en 
Francia, el cual era difícilmente transportable en bloque a otro sistema jurídico

11
. Los mismos 

autores franceses han comprendido esta peculiaridad y han afirmado por supuesto, que la 
“jurisdicción administrativa” separada de la “jurisdicción judicial,” no es condición necesaria 

para la existencia misma del derecho administrativo
12

.  

De acuerdo con el artículo 11 de la LOJCA 2010, los órganos de la Jurisdicción Con-
tencioso Administrativa son los siguientes:  

 

1.  La Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia;  

2.  Los Juzgados Nacionales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa;  

3.  Los Juzgados Superiores Estadales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa; y  

                                            
10

 Véase Allan R. Brewer-Carías, Nuevas Tendencias en el Contencioso Administrativo en Venezue-
la, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1993. 

11
 La situación de Colombia, en este sentido, es excepcional en el derecho comparado Véase, Miguel 

González Rodríguez, Derecho procesal Administrativo, Bogotá, 1986. 
12

 Véase J. Rivero, Droit Administratif, Precis Dalloz, París, 1962, p.118. 
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4.  Los Juzgados de Municipio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  

Estos tribunales deben decidir directamente los asuntos que se les sometan para lo cual 
tienen competencia y no pueden constituirse con asociados para dictar sentencia (art. 5). 
Todos deben orientar su actuación por los principios de justicia gratuita, accesibilidad, im-
parcialidad, idoneidad, transparencia, autonomía, independencia, responsabilidad, brevedad, 
oralidad, publicidad, gratuidad, celeridad e inmediación (art. 2). Pero además de los enume-

rados, también forma parte de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, la “jurisdicción 
especial tributaria” con un régimen especial previsto en el Código Orgánico Tributario (art. 
11). Otras partes especiales de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, aún cuando no 
reguladas en la LOJCA 2010 son la Jurisdicción Contencioso Electoral que consagra la Cons-
titución, atribuida a la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia (art. 297), con compe-
tencia conforme a la LOTSJ 2010, para conocer entre otros, de “las demandas contencioso 

electorales que se interpongan contra actos, actuaciones y omisiones de los órganos del Poder 
Electoral, tantos los que estén directamente vinculados con los procesos comiciales, como 
aquellos que estén relacionados con su organización, administración y funcionamiento” (art. 
27,1); y la jurisdicción especial contencioso administrativa en materia agraria y ambiental, 
prevista en la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario,

13
 atribuida a los Tribunales Superiores 

Regionales Agrarios y a la Sala Especial Agraria de la Sala de Casación Social del Tribunal 

Supremo de Justicia.
14

 

En cuanto a las personas jurídicas sometidas a esta jurisdicción especial, una de las par-
tes de la relación jurídico-procesal debe ser en principio, una persona de derecho público o 
una persona jurídico-estatal (la Administración), o una entidad privada u organización de 
carácter popular actuando en función administrativa o ejerciendo prerrogativas del Poder 
Público, o que, por ejemplo, preste un servicio público mediante concesión (art. 7, LOJCA 

2010).  

Respecto a las relaciones jurídicas, hechos y actos jurídicos, esta jurisdicción especial 
está llamada a juzgar, en principio, los actos, hechos y relaciones jurídico-administrativos, es 
decir, actos, hechos y relaciones jurídicas originados por la actividad administrativa (art. 8, 
LOJCA 2010), definiéndose el ámbito sustantivo en el artículo 9 de la LOJCA 2010, al enu-
merase la competencia de la Jurisdicción para conocer de: 

“1.  Las impugnaciones que se interpongan contra los actos administrativos de efectos 
generales o particulares contrarios a derecho, incluso por desviación de poder. 

2.  De la abstención o la negativa de las autoridades a producir un acto al cual estén 
obligados por la ley. 

3.  Las reclamaciones contra las vías de hecho atribuidas a los órganos del Poder Públi-
co. 

4.  Las pretensiones de condena al pago de sumas de dinero y la reparación de daños y 
perjuicios originados por responsabilidad contractual o extracontractual de los órganos que 
ejercen el Poder Público. 

                                            
13

 Gaceta Oficial Nº 37.323 del 13 de noviembre de 2001. 
14

 Véase sentencia de la Sala Político Administrativa Nº 836 del 15 de julio de 2004 (Caso: Daniel 
Laguado Estupiñán).  
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5.  Los reclamos por la prestación de los servicios públicos y el restablecimiento de las 
situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por los prestadores de los mismos. 

6.  La resolución de los recursos de interpretación de leyes de contenido adminis-
trativo. 

7.  La resolución de las controversias administrativas que se susciten entre la Repúbli-
ca, algún estado, municipio u otro ente público, cuando la otra parte sea alguna de esas mis-

mas entidades. 

8.  Las demandas que se ejerzan contra la República, los estados, los municipios, los 
institutos autónomos, entes públicos, empresas o cualquier otra forma de asociación, en las 
cuales la República, los estados, los municipios o cualquiera de las personas jurídicas antes 
mencionadas tengan participación decisiva. 

9.  Las demandas que ejerzan la República, los estados, los municipios, los institutos 

autónomos, entes públicos, empresas o cualquier otra forma de asociación, en la cual la Re-
pública, los estados, los municipios o cualquiera de las personas jurídicas antes mencionadas 
tengan participación decisiva, si es de contenido administrativo. 

10.  Las actuaciones, abstenciones, negativas o las vías de hecho de los consejos comu-
nales y de otras personas o grupos que en virtud de la participación ciudadana ejerzan fun-
ciones administrativas. 

11.  Las demás actuaciones de la Administración Pública no previstas en los numerales 
anteriores.” 

Por tanto, en general, se trata de una competencia especializada dentro de un único Po-
der Judicial que corresponde a ciertos tribunales, a los cuales están sometidas ciertas personas 
de derecho público o de derecho privado de carácter estatal, o personas o entidades que ejer-
cen la función administrativa o prestan servicios públicos, y que juzga determinados actos o 

relaciones jurídicas de derecho administrativo.  

De lo anterior resulta, por tanto, en cuanto a la especialidad de la Jurisdicción Conten-
cioso Administrativa, que la misma, en cuanto a la materia, se construye partiendo del conte-
nido del artículo 259 de la Constitución, en el cual se hace referencia a los “actos administra-
tivos”, a la “administración”, a los “servicios públicos”, a la “responsabilidad” administrativa 
y a la “actividad administrativa”. De ello se deduce que el ámbito y el dominio de la jurisdic-

ción contencioso-administrativa en materia de control de legalidad y constitucionalidad son 
el conocimiento de los litigios en que la “administración” (o entidades no estatales actuando 
en función administrativa) sea parte, originados ya sea por “actos administrativos”, la “res-
ponsabilidad” de la administración, por la prestación de “servicios públicos” o por la “activi-
dad administrativa”. Ello conlleva la competencia en materia de anulación y en materia de 
resolución de todas las otras pretensiones que se pueden formular en demandas contra los 

entes públicos en las cuales no necesariamente se plantee la nulidad de actos administrativos, 
como serían las pretensiones de condena al pago de sumas de dinero y la reparación de daños 
y perjuicios originados por responsabilidad contractual y extracontractual de los órganos que 
ejerzan el Poder Público; así como las demandas por la actuación material constitutiva de 
vías de hecho de la Administración (arts. 9,3; 23,4; 24,4;25,5 LOCJCA 2010).  

A lo anterior debe añadirse como una innovación de la Constitución de 1999, la compe-

tencia de la jurisdicción contencioso administrativa en materia de reclamos por la prestación 
de los servicios públicos. Además de los poderes de anulación y de condena, y del contencio-
so de la responsabilidad administrativa contractual y extracontractual, y de los servicios 
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públicos, otro aspecto de la competencia de la jurisdicción contencioso-administrativa, es la 
relativa a la interpretación de las leyes de contenido administrativo (art. 9,5, LOJCA 2010). 
Entre la competencia de la Jurisdicción se destaca también la relativa a conocer de las de-
mandas contra la abstención o la negativa de los entes públicos a dictar un acto al cual estén 
obligados por la ley (arts. 9, 2 y 10, LOJCA 2010). Y por último, se debe mencionar la com-
petencia que se atribuye a la Sala Político Administrativa en el artículo 266,4 de la Constitu-

ción, para dirimir las controversias administrativas que se susciten entre la República, algún 
Estado, Municipio u otro ente público, cuando la otra parte sea alguna de esas mismas enti-
dades, a menos que se trate de controversias entre Municipios de un mismo Estado, caso en el 
cual la ley puede atribuir su conocimiento a otro tribunal, lo que da origen al contencioso de 
la solución de controversias administrativas, (art, 9,6; 23,7, LOJCA 2010).  

2.  La universalidad del control como garantía del principio de legalidad 

En segundo lugar está el principio de la universalidad del control que la Constitución 
regula en el artículo 259 respecto de las actividades y actos administrativos como manifesta-
ción del principio de legalidad. Ello se ha recogido en la Ley Orgánica a establecerse que 
todos, absolutamente todos los actos administrativos, pueden ser sometidos a control judicial 
ante los órganos de la Jurisdicción contencioso administrativa, por contrariedad al derecho, es 
decir, sea cual sea el motivo de la misma: inconstitucionalidad o ilegalidad en sentido estric-

to. La Constitución no admite excepciones ni la Ley Orgánica las prevé, y como en su mo-
mento lo explicó la Exposición de Motivos de la Constitución de 1961, la fórmula “contrarios 
a derecho es una enunciación general que evita una enumeración que puede ser peligrosa al 
dejar fuera de control algunos actos administrativos”. 

Por tanto, de acuerdo con la intención de la Constitución, toda actuación administrativa 
y, en particular, los actos administrativos emanados de cualquier ente u órgano de la Admi-

nistración Pública o de cualquier otra persona o entidad actuando en función administrativa, 
por cualquier motivo de contrariedad al derecho, puedan ser controlados por los Tribunales 
que conforman la jurisdicción contencioso-administrativa. Ello implica que cualquier exclu-
sión de control respecto de actos administrativos específicos sería inconstitucional, sea que 
dicha exclusión se haga por vía de ley o por las propias decisiones de los Tribunales, en par-
ticular, del propio Tribunal Supremo de Justicia. 

Este principio implica, primero, que toda actividad administrativa o toda forma de acto 
administrativo queda sometido a control judicial contencioso administrativo, lo que se recoge 
expresamente en el artículo 8 de la LOJCA 2010 al indicar bajo el acápite de “universalidad 
del control,” que será objeto de control de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, “la 
actividad administrativa” desplegada por todos los órganos y entes sujetos a control, “lo cual 
incluye actos de efectos generales y particulares, actuaciones bilaterales, vías de hecho, silen-

cio administrativo, prestación de servicios públicos, omisión de cumplimiento de obligacio-
nes y, en general, cualquier situación que pueda afectar los derechos o intereses públicos o 
privados.” 

Segundo, el principio implica que esa actividad administrativa o acto administrativo que 
está sometido a control puede emanar de cualquier ente y órgano de la Administración Públi-
ca, no sólo la que actúa en ejercicio del Poder Ejecutivo sino en ejercicio de cualquiera de los 

otros Poderes Públicos, o de cualquier entidad incluso no estatal que actúe en función admi-
nistrativa. Por ello en el artículo 7 de la Ley Orgánica se enumeran aún cuando imperfecta-
mente como “entes y órganos controlados” o “sujetos al control de la Jurisdicción Contencio-
so Administrativa,” los siguientes: 1) “Los órganos que componen la Administración Pública; 
2). Los órganos que ejercen el Poder Público, en sus diferentes manifestaciones, en cualquier 
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ámbito territorial o institucional; 3). Los institutos autónomos, corporaciones, fundaciones, 
sociedades, empresas, asociaciones y otras formas orgánicas o asociativas de derecho público 
o privado donde el Estado tenga participación decisiva; 4). Los consejos comunales y otras 
entidades o manifestaciones populares de planificación, control, ejecución de políticas y 
servicios públicos, cuando actúen en función administrativa; 5) Las entidades prestadoras de 
servicios públicos en su actividad prestacional;” y 6) Cualquier sujeto distinto a los mencio-

nados anteriormente, que dicte actos de autoridad o actúe en función administrativa.  

Tercero, la universalidad del control no sólo radica en que todos los actos administrati-
vos cualquiera sea el órgano, ente o entidad que los dicte están sometidos a control judicial, 
sino que lo son por cualquier motivo de contrariedad al derecho, es decir, por razones de 
inconstitucionalidad como ilegalidad propiamente dicha.

 15
 

3.  La multiplicidad de medios de control como manifestación del derecho a la tutela 

judicial efectiva 

En segundo lugar está el derecho a la tutela judicial efectiva que la Constitución regula 
en el artículo 26, y que implica que a los efectos de asegurar el sometimiento a la legalidad 
de la Administración Pública y el principio de la universalidad del control de la actividad 
administrativa, correlativamente las personas tienen derecho de acceso a los órganos de la 
Jurisdicción contencioso administrativa como parte que son de la administración de justicia, 

para hacer valer frente a la Administración Pública, sus órganos o entes, y ante las entidades 
que ejerzan la función administrativa, sus derechos e intereses, incluso los colectivos o difu-
sos; y además, a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión corres-
pondiente. 

Como consecuencia de ello, la LOJCA 2010 ha establecido un elenco de recursos y ac-
ciones que se han puesto a disposición de los particulares y de toda persona interesada, que 

les permiten acceder a la justicia administrativa, lo que implica que además del recurso de 
nulidad contra los actos administrativos de efectos generales o de efectos particulares, o 
contra los actos administrativos generales o individuales, con o sin pretensión patrimonial o 
de amparo constitucional, está el recurso por abstención o negativa de los funcionarios públi-
cos a actuar conforme a las obligaciones legales que tienen; el recurso de interpretación; el 
conjunto de demandas contra los entes públicos de orden patrimonial o no patrimonial, inclu-

yendo las que tengan por motivo vías de hecho; las acciones para resolver los conflictos entre 
autoridades administrativas del Estado; y las acciones destinadas a reclamos respecto de la 
omisión, demora o prestación deficiente de los servicios públicos. 

En esta forma puede decirse que en relación con los particulares y los ciudadanos, la re-
gulación de la Jurisdicción contencioso-administrativa en la LOJCA 2010, facilitando el 
control judicial de la actividad administrativa y en particular de los actos administrativos, 

                                            
15

 En tal sentido, la Sala Constitucional, en la sentencia Nº 194 de 4 de abril de 2000 ratificó lo que 
había decidido en sentencia de 27 de enero de 2000 (Caso Milagros Gómez y otros), así:“El crite-
rio acogido por el Constituyente para definir las competencias de la Sala Constitucional, atiende al 
rango de las actuaciones objeto de control, esto es, que dichas actuaciones tienen una relación di-
recta con la Constitución que es el cuerpo normativo de más alta jerarquía dentro del ordenamiento 
jurídico en un Estado de derecho contemporáneo. Así las cosas, la normativa constitucional aludi-
da imposibilita una eventual interpretación que tienda a identificar las competencias de la Sala 
Constitucional con los vicios de inconstitucionalidad que se imputen a otros actos o con las ac-
tuaciones de determinados funcionarios u órganos del Poder Público”, Véase en Revista de Dere-
cho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000. 
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viene a ser una manifestación específica del derecho fundamental del ciudadano a la tutela 
judicial efectiva de sus derechos e intereses frente a la Administración, en el sentido de lo 
establecido en el artículo 26 de la propia Constitución y de lo que se establecía en el artículo 
18, primer párrafo de la derogada LOTSJ 2004. La consecuencia de ello es que entonces, la 
jurisdicción contencioso administrativa se configura constitucional y legalmente como un 
instrumento procesal para la protección de los administrados frente a la Administración, y no 

como un mecanismo de protección de la Administración frente a los particulares; ello a pesar 
de que en la LOJCA 2010 se atribuya a los órganos de la Jurisdicción competencia para co-
nocer de las demandas que pueda intentar la Administración contra particulares,

16
 o de las 

demandas entre personas de derecho público (artículo 9,8), lo que convierte a la Jurisdicción 
en cierta forma, como el fuero de la Administración. Sin embargo, en el primer aspecto, del 
control de la Administración a instancia de los administrados, tratándose de una manifesta-

ción de un derecho fundamental a dicho control, en la relación que siempre debe existir entre 
privilegios estatales, por una parte, y derechos y libertades ciudadanas, por la otra, este últi-
mo elemento es el que debe prevalecer. 

Este derecho a la tutela judicial efectiva y la garantía del principio de legalidad implican 
por otra parte la asignación al juez contencioso-administrativo de amplísimos poderes de 
tutela, no sólo de la legalidad objetiva que debe siempre ser respetada por la Administración, 

sino de las diversas situaciones jurídicas subjetivas que pueden tener los particulares en rela-
ción a la Administración. De allí que el contencioso-administrativo, conforme al artículo 259 
de la Constitución, no sea solamente un proceso a los actos administrativos, sino que está 
concebido como un sistema de justicia para la tutela de los derechos subjetivos y de los inter-
eses de los administrados, incluyendo los derechos e intereses colectivos y difusos, donde por 
supuesto, se incluye también los derechos y libertades constitucionales.  

Por tanto, no se concibe el contencioso-administrativo sólo como un proceso de protec-
ción a la legalidad objetiva, sino de tutela de los derechos e intereses de los recurrentes frente 
a la Administración. Por ello, el juez contencioso-administrativo, de acuerdo a los propios 
términos del artículo 259 de la Constitución, tiene competencia no sólo para anular los actos 
administrativos contrarios a derecho, sino para condenar a la Administración al pago de su-
mas de dinero y a la reparación de daños y perjuicios originados en responsabilidad de la 

misma, y además, para disponer lo necesario para el restablecimiento de las situaciones jurí-
dicas subjetivas lesionadas por la autoridad administrativa, incluyendo en la expresión “situa-
ciones jurídicas subjetivas” no sólo el clásico derecho subjetivo, sino los derechos constitu-
cionales y los propios intereses legítimos, personales y directos de los ciudadanos; y los 
reclamos derivados de la prestación de servicios públicos. 

De lo anterior resulta entonces que a partir de la constitucionalización de la jurisdicción 

contencioso-administrativa en el texto constitucional de 1961 y luego en el de 1999, y el 
desarrollo jurisprudencial y legislativo en la materia hasta la sanción de la LOJCA 2010, que 
el contencioso-administrativo, como instrumento procesal de protección de los particulares 
frente a la autoridad pública, se ha ampliado, distinguiéndose siete tipos de acciones conten-
cioso-administrativos

17
; en primer lugar, las demandas de contenido patrimonial contra los 
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  En este mismo sentido se establece en la LOTSJ 2010, al regularse la competencia de la Sala 
Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia (art. 26,2). 

17
 Véase Allan R. Brewer-Carías, “Los diversos tipos de acciones y recursos contencioso-admi-

nistrativos en Venezuela”, en Revista de Derecho Público, Nº 25, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, enero-marzo 1986, p. 6 y ss. 
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entes públicos; en segundo lugar, las demandas en relación con la prestación de servicios 
públicos; en tercer lugar, las contra las vías de hecho administrativas; en cuarto lugar, las 
demandas contra las conductas omisivas de la Administración; en quinto lugar, las demandas 
de nulidad de los actos administrativos; en sexto lugar, las demandas de interpretación de 
leyes administrativas, y en séptimo lugar, las demandas para la solución de las controversias 
administrativas. 

La LOJCA 2010, estableció en la materia, aun cuando en forma insuficiente, unas nor-
mas procesales comunes a todas las demandas, dividiendo arbitrariamente los procedimientos 
en tres tipos: primero, el procedimiento en las demandas de contenido patrimonial; segundo, 
un procedimiento denominado breve, para las acciones de contenido no patrimonial y en 
especial las destinadas a reclamos por la omisión, demora o deficiente prestación de los ser-
vicios públicos, contra las vías de hecho, y contra la abstención de la Administración; y terce-

ro, un procedimiento común para las demandas de nulidad de actos administrativos, para la 
interpretación de leyes y para la solución de controversias administrativas. Decimos que es 
una división arbitraria, pues en realidad, por ejemplo, tal y como se había venido construyen-
do por la jurisprudencia, las demandas contra la carencia o abstención administrativas debían 
quizás seguir el mismo procedimiento establecido para las demandas de nulidad contra los 
actos administrativos; y las demandas contra vías de hecho, debía quizás seguir el mismo 

procedimiento establecido para las demandas de contenido patrimonial. 

En todo caso, las acciones, recursos y pretensiones procesales varían en cada uno de 
esos tipos de contencioso y, por supuesto, también varían algunas reglas de procedimiento 
aplicables a los diversos procesos, que analizaremos más adelante.  

II.  PRINCIPIOS GENERALES Y NORMAS COMUNES A TODOS LOS PROCEDI-

MIENTOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS EN LA LEY ORGÁNICA  

La LOJCA 2010 ha establecido algunos principios generales del procedimiento conten-
cioso administrativo aplicables a todos los procedimientos que se regulan de acuerdo a las 
diversas pretensiones, según se trate de demandas de contenido patrimonial; demandas rela-
cionadas con reclamos por la omisión, demora o deficiente prestación de los servicios públi-

cos; demandas relacionadas con vías de hecho; demandas relacionadas con la abstención de 
la Administración; demandas de nulidad de actos administrativos y contratos públicos; de-
mandas de interpretación de leyes de contenido administrativo y demandas relacionadas con 
controversias administrativas. 

El primer principio general es el de la publicidad que se consagra en el artículo 3 de la 
LOJCA 2010 al disponer que “Los actos del proceso serán públicos, salvo que la ley dispon-

ga lo contrario o el tribunal así lo decida por razones de seguridad, orden público o protec-
ción de la intimidad de las partes.” 

El segundo principio general es el del Juez como rector del proceso, consagrado en el 
artículo 4 de la LOJCA 2010, lo que implica que está obligado a impulsarlo de oficio o a 
petición de parte, hasta su conclusión. 

El tercer principio es el de la oralidad de los procesos que se establece en la Ley, si-

guiendo una de las innovaciones más importantes en el ámbito judicial establecidas en la 

Constitución de 1999, lo cual proporciona celeridad, y permite la cercanía entre partes y 

jueces. Esa oralidad se materializa en las diversas Audiencias previstas en los procedimien-

tos, como la Audiencia preliminar, la Audiencia conclusiva, la Audiencia de juicio.  
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El cuarto principio general es el de la participación popular en el proceso, de manera 

que de acuerdo con el artículo 10 de la LOJCA 2010, los entes, consejos comunales, colecti-

vos y otras manifestaciones populares de planificación, control, ejecución de políticas y ser-

vicios públicos, pueden emitir su opinión en los juicios cuya materia debatida esté vinculada 

a su ámbito de actuación, aunque no sean partes. 

1.  Las partes en los procesos contencioso administrativos y la legitimación procesal  

La LOJCA 2010, por otra parte, establece una serie de disposiciones generales aplica-

bles a todos los diversos procedimientos que regula, y que son las siguientes: 

En cuanto a la capacidad procesal para poder actuar ante la Jurisdicción contencioso 

administrativa, conforme al artículo 27 de la LOJCA 2010, ella la tienen las personas natura-

les o jurídicas, públicas o privadas, las irregulares o de hecho, las asociaciones, consorcios, 

comités, consejos comunales y locales, agrupaciones, colectivos y cualquiera otra entidad. 

En cuanto a la legitimación para hacerse parte en los juicios, sin embargo, las personas y 

entidades antes indicados, conforme al artículo 29 de la LOJCA 2010, sólo pueden actuar en 

la Jurisdicción Contencioso Administrativa cuando tengan “un interés jurídico actual” es 

decir, que exista al momento de realizarse la actuación procesal. Sin embargo, por supuesto, 

ello no basta para tener legitimatio ad causam en los procesos contencioso administrativos, 

entendiendo por tal, la idoneidad de la persona para actuar en juicio que deriva de la titulari-

dad de la acción, lo que le otorga la idoneidad suficiente para que el órgano jurisdiccional 

pueda emitir un pronunciamiento de mérito que permita a una parte frente a otra, obtener la 

tutela judicial efectiva de su derecho. Ese interés actual, por tanto, tiene que referirse a la 

relación o situación jurídica concreta de la persona, lo que dependerá de la pretensión proce-

sal que se formule ante la Jurisdicción. Si por ejemplo, se trata de una demanda por respon-

sabilidad administrativa por violación por la Administración de un derecho contractual, la 

legitimación corresponderá al cocontratante de la Administración; o si se trata de la absten-

ción o negativa de la Administración de decidir un asunto respecto del cual está obligada a 

decidir, la legitimación activa corresponderá al titular del derecho a obtener respuesta o deci-

sión sobre determinado asunto. Por ello, en el texto de la demanda que se intente, la Ley 

Orgánica exige que en todo los procesos, se establezca la relación de los hechos y los funda-

mentos de derecho con sus respectivas conclusiones; si lo que se pretende es la indemniza-

ción de daños y perjuicios, debe indicarse el fundamento del reclamo y su estimación; y en 

todo caso, deben producirse con el escrito de la demanda, los instrumentos de los cuales se 

derive el derecho reclamado (art. 33).  

En todo caso, de acuerdo con el artículo 28 de la LOJCA 2010, las partes sólo pueden 

actuar en juicio asistidos o representados por un abogado. Sin embargo, en los casos de re-

clamos por la omisión, demora o deficiente prestación de los servicios públicos, la acción 

puede interponerse sin la asistencia o representación de abogado, en cuyo caso el Juez debe 

procurar a la parte demandante la debida asistencia o representación para los actos subsi-

guientes, a través de los órganos competentes. 

2.  El principio dispositivo y la actuación de oficio  

La iniciativa procesal ante la jurisdicción contencioso administrativa se regula en el 
artículo 30 de la LOJCA 2010, al disponerse como principio que “los órganos de la Ju-
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risdicción Contencioso Administrativa conocerán a instancia de parte, o de oficio, cuan-
do la ley lo autorice.”

18
  

En cuanto a la presentación de demandas en todos los casos de pretensiones procesales 
ante la Jurisdicción, por supuesto rige el principio dispositivo, no existiendo caso alguno en 
el cual el juez contencioso administrativo esté autorizado para iniciar un proceso de oficio, es 
decir, presentando alguna demanda.  

Como hemos dicho, de acuerdo con el artículo 4 de la LOJCA 2010, el Juez es el rector 
del proceso y debe impulsarlo de oficio hasta su conclusión; pero en concreto, la posibilidad 
del juez de tener iniciativa procesal de oficio está siempre establecida expresamente en la ley, 
y se refiere a actuaciones en un proceso en curso. Por ejemplo, en todos los procesos, el juez 
tiene la posibilidad de hacer evacuar de oficio las pruebas que considere pertinentes (art. 39). 
En las demandas de contenido patrimonial, resolver de oficio los defectos del procedimiento 

(art. 57); y convocar de oficio para su participación en la audiencia preliminar a las personas, 
entes, consejos comunales, colectivos o cualquier otra manifestación popular de planifica-
ción, control y ejecución de políticas y servicios públicos, cuyo ámbito de actuación se en-
cuentre vinculado con el objeto de la controversia, para que opinen sobre el asunto debatido 
(art. 58). En los procedimientos breves, una vez admitida la demanda, el juez puede de oficio, 
realizar las actuaciones que estime procedentes para constatar la situación denunciada y dic-

tar medidas cautelares (art. 69). 

Por lo anterior, conforme al artículo 41 de la Ley, la perención se produce cuando trans-
curre un año sin haberse ejecutado ningún acto de procedimiento por las partes, salvo que el 
acto procesal siguiente le corresponda al Juez o Jueza, tal como la admisión de la demanda, la 
fijación de la audiencia y la admisión de pruebas. 

3.  El trámite procesal de las demandas y la acumulación de acciones 

Las demandas ejercidas ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa conforme se 
dispone en el artículo 31 de la LOJCA 2010 se deben tramitar conforme a lo previsto en la 
propia Ley; y supletoriamente, se deben aplicar las normas de procedimiento de la Ley Orgá-
nica del Tribunal Supremo de Justicia y del Código de Procedimiento Civil. 

En todo caso, cuando el ordenamiento jurídico no contemple un procedimiento especial, 
el Juez puede aplicar el que considere más conveniente para la realización de la justicia. 

En cuanto a la acumulación de acciones, la LOJCA 2010 nada dispone salvo respecto de 
la inadmisibilidad en caso de acumulación de pretensiones que se excluyan mutuamente o 
cuyos procedimientos sean incompatibles (Art. 35,2). El artículo 31,3 de la LOTSJ 2010 en 
cuanto a las diversas Salas, incluida la Sala Político Administrativa dispone que la competen-
cia para “conocer de los juicios en que se ventilen varias acciones conexas, siempre que al 
tribunal esté atribuido el conocimiento de alguna de ellas”. Las razones de esta acumulación 

de acciones son, en general, las mismas que rigen en el procedimiento ordinario.  

La competencia de la sala es, en este caso, una competencia por conexión o por conti-
nencia de la causa, y se admite por el interés que existe de evitar el riesgo de que se dicten 
sentencias contrarias o contradictorias en asuntos que tengan entre sí una conexión. 

                                            
18

  El artículo 89 de la LOTSJ 2010 en este mismo sentido establece que “El tribunal Supremo de 
Justicia conocerá de los asuntos que le competen a instancia de parte interesada; no obstante, podrá 
actuar de oficio en los casos que disponga la ley,” 
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4.  Requisitos de las demandas y de su presentación 

En todos los procesos contencioso administrativos, conforme se indica en el artículo 33 
de la LOJCA 2010, el escrito de la demanda debe expresar: 1. La identificación del tribunal 
ante el cual se interpone; 2. El nombre, apellido y domicilio de las partes, carácter con que 
actúan, su domicilio procesal y correo electrónico, si lo tuviere; y si alguna de las partes fuese 
persona jurídica debe indicarse la denominación o razón social y los datos relativos a su 

creación o registro; 4. La relación de los hechos y los fundamentos de derecho con sus res-
pectivas conclusiones; 5. Si lo que se pretende es la indemnización de daños y perjuicios, 
deberá indicarse el fundamento del reclamo y su estimación; 6. Los instrumentos de los cua-
les se derive el derecho reclamado, los que deberán producirse con el escrito de la demanda; 
y 7. La identificación del apoderado y la consignación del poder. 

En casos justificados podrá presentarse la demanda en forma oral ante el tribunal, el 

cual debe ordenar su trascripción. La negativa del juez a aceptar la presentación oral debe 
estar motivada por escrito. 

La demanda debe presentarse ante el tribunal competente; sin embargo, de acuerdo con 
el artículo 34 de la LOJCA 2010, cuando en el domicilio del demandante no exista un tribu-
nal de la Jurisdicción Contencioso Administrativa competente para conocer de la demanda, el 
demandante puede presentarla ante un tribunal de municipio, el cual debe remitir inmediata-

mente el expediente, foliado y sellado, al tribunal señalado por la parte actora. La caducidad 
de la acción se debe determinar por la fecha de presentación inicial de la demanda. Para ello, 
el tribunal receptor antes de efectuar la indicada remisión, lo debe hacer constar al pie del 
escrito y en el libro de presentación. 

5.  Las condiciones para la admisibilidad de la demanda (causales de inadmisibili-
dad) 

Presentada la demanda, la primera operación que el juez debe realizar es verificar que la 
misma cumple los requisitos de admisibilidad de la misma, que se formulan en sentido nega-
tivo, como causales de inadmisibilidad en el artículo 35 de la LOJCA 2010. Si el tribunal 
constata que el escrito de la demanda cumple con esos requisitos, de acuerdo con el artículo 
36 de la LOJCA 2010, debe entonces proceder a decidir la admisión de la demanda, dentro de 
los 3 días de despacho siguientes a su recibo.  

Estas causales de inadmisibilidad de las demandas contencioso administrativas, confor-
me al artículo 35 de la LOJCA 2010, que son los supuestos en los cuales las demandas se 
deben declarar inadmisibles, son los siguientes:  

En primer lugar, está la caducidad de la acción (art. 35,1), la cual se aplica a las accio-
nes de nulidad de los actos administrativos, a los casos de demandas por vías de vías de 
hecho o a los caso de recursos por abstención conforme se establece en el artículo 32 de la 

LOJCA 2010. En estos casos, en materia de acciones de nulidad contra actos administrativos 
de efectos particulares, las mismas caducarán conforme a las siguientes reglas: 

Primero, en los casos de acciones de nulidad contra actos administrativos de efectos par-
ticulares, las mismas deben interponerse en el término de 180 días continuos, contados a 
partir de su notificación al interesado, o cuando la Administración no haya decidido el co-
rrespondiente recurso administrativo en el lapso de 90 días hábiles, contados a partir de la 

fecha de su interposición. La regla tradicional en materia contencioso administrativa de 
que a pesar de la caducidad de la acción, la ilegalidad del acto administrativo de efectos 
particulares podrá oponerse siempre por vía de excepción, salvo disposiciones especiales, 
se ha conservado en la Ley Orgánica (art. 32,1).  
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Cuando el acto administrativo impugnado sea de efectos temporales, el lapso dentro 
del cual debe interponerse la acción de nulidad es de 30 días continuos. 

Como se dijo esta condición de admisibilidad de las acciones de nulidad basada en la 
caducidad, sólo se aplica en la impugnación de actos administrativos de efectos particulares.

19
 

En cambio, las acciones de nulidad contra los actos administrativos de efectos generales 
dictados por el Poder Público pueden intentarse en cualquier tiempo. 

Segundo, en los casos de demandas originadas en vías de hecho de funcionarios o de re-
cursos por abstención o negativa de la Administración, la demanda respectiva debe interpo-
nerse en el lapso de 180 días continuos contados a partir de la materialización de aquéllas, o 
desde el momento en el cual la Administración incurrió en la abstención, según sea el caso. 

En segundo lugar, la acción debe declararse inadmisible en los casos de acumulación de 
pretensiones que se excluyan mutuamente o cuyos procedimientos sean incompatibles (art. 

35,2). Esta causal deriva del régimen general establecido en el artículo 78 del Código de 
Procedimiento Civil, que dispone que “no podrán acumularse en el mismo libelo pretensiones 
que se excluyan mutuamente, o que sean contrarias entre sí ni las que por razón de la materia 
no correspondan al conocimiento del mismo Tribunal; ni aquellas cuyos procedimientos sean 
incompatibles entre sí. Sin embargo, podrán acumularse en un mismo libelo dos o más pre-
tensiones incompatibles para que sean resueltas una como subsidiaria de la otra siempre que 

sus respectivos procedimientos no sean incompatibles entre sí”. 

En tercer lugar, y específicamente en relación con las demandas con contenido patrimo-
nial, es causal de inadmisibilidad cuando se produzca el incumplimiento del procedimiento 
administrativo previo a las demandas contra la República, los estados, o contra los órganos o 
entes del Poder Público a los cuales la ley les atribuye tal prerrogativa (art. 35,3). En esos 
casos, la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, que es la que regula el 

procedimiento administrativo previo a las demandas patrimoniales, dispone que “los funcio-
narios judiciales deben declarar inadmisibles las acciones o tercerías que se intente contra la 
República, sin que se acredite el cumplimiento de las formalidades del procedimiento admi-
nistrativo previo” (art. 60). 

En cuarto lugar, las demandas deben declararse inadmisibles cuando con el escrito de 
las demandas, como se ha dicho, no se consignen los instrumentos de los cuales se derive el 

derecho reclamado (art. 33,6), y que sean indispensables para verificar su admisibilidad (art. 
35,4).  

En quinto lugar, las demandas deben declararse inadmisibles cuando exista cosa juzgada 
(art. 35,5). 

En sexto lugar, las demandas también deben declararse inadmisibles cuando el escrito 
de las mismas contenga conceptos irrespetuosos (art. 35,6). 

Por último, en séptimo lugar, las demandas contencioso administrativas también deben 
declararse inadmisibles cuando sean contrarias al orden público, a las buenas costumbres o a 
alguna disposición expresa de la ley (art. 35,7). 

                                            
19

 Véase Allan R. Brewer-Carías, El control de la constitucionalidad de los actos estatales. Caracas, 
1977, pp.7-10; y “El recurso contencioso-administrativo, contra los actos de efectos particulares” 
en El control jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, Instituto de Derecho Público, 
Universidad Central de Venezuela, Caracas 1979, p.173-174. 
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6. Medidas cautelares 

La Ley Orgánica ha investido al Juez Contencioso Administrativo “de las más amplias 
potestades cautelares”, a cuyo efecto lo autoriza para “dictar, aún de oficio, las medidas pre-
ventivas que resulten adecuadas a la situación fáctica concreta, imponiendo ordenes de hacer 
o no hacer a los particulares, así como a los órganos y entes de la Administración Pública, 
según el caso concreto, en protección y continuidad sobre la prestación de los servicios 

públicos y en su correcta actividad administrativa”(art. 4). A tal efecto, la ley establece un 
procedimiento común para el caso de tramitación de medidas cautelares en los procesos 
contencioso administrativos, el cual se debe aplicar en general, incluso en los casos de solici-
tudes de amparo cautelar que se formulen junto con las acciones de nulidad de actos adminis-
trativos (art. 103). La única previsión especial en esta materia es la referida a los procedi-
mientos breves (referidos a reclamos por la omisión, demora o deficiente prestación de los 

servicios públicos; demandas por vías de hecho; y acciones por abstención), en los cuales, 
conforme al artículo 69, una vez admitida la demanda, el tribunal puede de oficio o a instan-
cia de parte, dictar medidas cautelares, en cuyo caso, la oposición a las mismas debe ser 
resuelta a la mayor brevedad. 

Las medidas cautelares, en general, conforme al artículo 104 de la LOJCA 2010, deben 
solicitarse por las partes en cualquier estado y grado del procedimiento, pudiendo ser acorda-

das por el tribunal como las estime pertinentes “para resguardar la apariencia del buen dere-
cho invocado y garantizar las resultas del juicio, ponderando los intereses públicos generales 
y colectivos concretizados y ciertas gravedades en juego, siempre que dichas medidas no 
prejuzguen sobre la decisión definitiva.” 

A tal efecto, el tribunal cuenta con los más amplios poderes cautelares para proteger no 
sólo a los demandantes, sino como lo dice el artículo 104, “la Administración Pública, a los 

ciudadanos, a los intereses públicos y para garantizar la tutela judicial efectiva y el restable-
cimiento de las situaciones jurídicas infringidas mientras dure el proceso”. En las causas de 
contenido patrimonial, la Ley Orgánica prescribe que el tribunal puede exigir garantías sufi-
cientes al solicitante. 

Una vez recibida la solicitud de medida cautelar, el tribunal debe abrir un cuaderno se-
parado para el pronunciamiento que deberá formularse dentro de los 5 días de despacho si-

guientes (art. 105). En el caso de tribunales colegiados el juzgado de sustanciación debe 
remitir inmediatamente el cuaderno separado, y recibido este, se debe designar ponente, de 
ser el caso, y decidirse sobre la medida dentro de los 5 días de despacho siguientes. Al trámi-
te de las medidas cautelares se le debe dar prioridad (art. 105).El trámite de la oposición que 
formulen las partes a las medidas cautelares se rige por lo dispuesto en el Código de Proce-
dimiento Civil (art. 106). 

III. ALGUNAS NORMAS ESPECÍFICAS RELATIVAS A LOS DISTINTOS PROCEDI-
MIENTOS EN LA LEY ORGÁNICA 

1.  Normas específicas en los procedimientos de las demandas de contenido patri-
monial  

El cuanto al contencioso de las demandas de contenido patrimonial, el aspecto específi-
co de mayor interés en el procedimiento, los artículos 57 a 64 de la LOJCA 2010, es el deri-
vado de su oralidad, al preverse en el artículo 57 la realización de una Audiencia Preliminar 
oral y con la asistencia de las partes, que debe tener lugar al inicio del procedimiento, lógi-
camente luego de la admisión de la demanda, en la cual el Juez puede resolver los defectos 
del procedimiento, de oficio o a petición de parte. En la Audiencia Preliminar, el demandado 
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debe expresar con claridad si contraviene los hechos alegados por la contraparte, a fin de que 
el Juez pueda fijar con precisión los hechos controvertidos. En esta oportunidad, las partes 
deben promover los medios de prueba que sustenten sus afirmaciones. El artículo 58 de la 
LOJCA 2010 faculta al juez para que de oficio o a petición de parte, pueda convocar para su 
participación en la audiencia preliminar a las personas, entes, consejos comunales, colectivos 
o cualquier otra manifestación popular de planificación, control y ejecución de políticas y 

servicios públicos, “cuyo ámbito de actuación se encuentre vinculado con el objeto de la 
controversia,” para que opinen sobre el asunto debatido. De ser procedente su participación, 
el Juez debe proceder a notificarles, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 de la 
Ley que en realidad regula las “citaciones personales”, fijándose la audiencia cuando conste 
en autos la notificación respectiva. Las personas y entes antes señalados, no requerirán repre-
sentación ni asistencia de abogado. El Juez facilitará su comparecencia y deberá informarles 

sobre los aspectos relevantes de la controversia. En estos casos, el Juez puede escoger entre 
los presentes quien los represente. (art. 59). 

Conforme al artículo 60 de la LOJCA 2010, si el demandante no compareciere a la au-
diencia preliminar, el juez debe declarar desistido el procedimiento; en cuyo caso, sólo se 
extingue la instancia y el demandante puede volver a proponer nueva demanda inmediata-
mente. Si el demandado es el que no comparece a la Audiencia Preliminar, la causa debe 

seguir su curso.  

Luego de la contestación de la demanda y concluido el lapso de pruebas, dentro de 5 
días de despacho siguientes, conforme al artículo 63 de la LOJCA 2010, se debe fijar la opor-
tunidad para la celebración de la Audiencia Conclusiva; oportunidad en la cual, en los tribu-
nales colegiados se debe designar Ponente.  

En esta Audiencia Conclusiva, las partes deben exponer oralmente sus conclusiones, las 

cuales pueden consignar por escrito. Al comenzar la audiencia, el Juez debe indicar a las 
partes el tiempo para exponer sus conclusiones, réplica y contrarréplica. Concluida la Au-
diencia Conclusiva, el artículo 64 de la LOJCA 2010, prevé que el Juez dispone de 30 días 
continuos para decidir. Sin embargo, el pronunciamiento puede diferirse justificadamente por 
30 días continuos.  

2. Normas específicas en los procedimientos de reclamos por prestación de servicios 

públicos, vías de hecho y abstenciones  

La LOJCA 2010 estableció unas normas específicas para los denominados procedimien-
tos breves que no tienen contenido patrimonial o indemnizatorio, y que según el artículo 65 
se refieren a las demandas relacionadas con los reclamos por la omisión, demora o deficiente 
prestación de los servicios públicos; las vías de hecho; y la abstención de la Administración. 
Para el caso que se incluya con estas demandas peticiones de contenido patrimonial, ello no 

impide que el tribunal de curso exclusivamente a las acciones mencionadas. 

Conforme al artículo 70 de la LOJCA 2010, una vez recibido el informe o transcurrido 
el término para su presentación, el tribunal, dentro de los 10 días de despacho siguientes, 
debe realizar la Audiencia Oral en la cual se debe oír a las partes, a los notificados y demás 
interesados. Los asistentes a la audiencia pueden presentar sus pruebas. El tribunal además, 
en la Audiencia debe propiciar la conciliación (art. 71). La Audiencia Oral puede ser prolon-

gada por el tribunal en casos especiales (art. 72). Estas audiencias orales deben constar en 
medios audiovisuales, además de las actas correspondientes, a cuyo efecto, las grabaciones 
forman parte del expediente (art. 73). Si el demandante no asistiere a la Audiencia Oral se 
debe entender como desistida la demanda, salvo que otra persona de las convocadas mani-
fieste su interés en la resolución del asunto. Por otra parte, el mismo día o el siguiente de la 



LEGISLACIÓN 

 

119 

Audiencia Oral, el tribunal debe admitir las pruebas, ordenando la evacuación que así lo 
requieran. (art. 71). 

En cuanto a los reclamos por la prestación de los servicios públicos y el restablecimien-
to de las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por los prestadores de los mismos (art. 
9,5), la LOJCA 2010 atribuye el conocimiento de la materia exclusivamente a los Juzgados 
de Municipio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, como competencia única, cono-

cer de “las demandas que interpongan los usuarios o usuarias o las organizaciones públicas o 
privadas que los representen, por la prestación de servicios públicos” (art. 26,1). 

3.  Normas específicas del procedimiento común para los casos de demandas de nuli-
dad de actos administrativos, de interpretación de leyes y de controversias admi-
nistrativas 

En cuanto al procedimiento para los casos de tramitación de las demandas sobre nulidad 

de actos administrativos, de interpretación de leyes; y de controversias administrativa, el 
artículo 76 de la LOJCA 2010, establece unas previsiones con un procedimiento común, que 
comienza con la admisibilidad de la demanda (artículo 77, LOJCA 2010) que el tribunal debe 
decidir dentro de los 3 días de despacho siguientes a la recepción de la misma, notificándose 
conforme al 78 de la LOJCA 2010, a las siguientes personas y entes: 1. En los casos de recur-
sos de nulidad, se debe notificar al representante del órgano que haya dictado el acto; en los 

casos de recursos de interpretación, se debe notificar al órgano del cual emanó el instrumento 
legislativo; y en los de controversias administrativas, la notificación debe hacerse al órgano o 
ente contra quien se proponga la demanda. 2. Al Procurador General de la República y al 
Fiscal General de la República, y 3. A cualquier otra persona, órgano o ente que deba ser 
llamado a la causa por exigencia legal o a criterio del tribunal. 

Estas notificaciones se deben realizar mediante oficio que debe ser entregado por el Al-

guacil en la oficina receptora de correspondencia de órgano o ente de que se trate. El Alguacil 
debe dejar constancia, inmediatamente, de haber notificado y de los datos de identificación de 
la persona que recibió el oficio. 

Además, en el auto de admisión, conforme se dispone en el artículo 80 de la LOJCA 
2010, se debe ordenar la notificación de los interesados, mediante un cartel que debe ser 
publicado en un diario que ha de indicar el tribunal, para que comparezcan a hacerse parte e 

informarse de la oportunidad de la audiencia de juicio. El cartel debe ser librado el día si-
guiente a aquél en que conste en autos la última de las notificaciones ordenadas. En los casos 
de demandas de nulidad de actos administrativos de efectos particulares no será obligatorio el 
cartel de emplazamiento, a menos que razonadamente lo justifique el tribunal. 

El demandante debe retirar el cartel de emplazamiento dentro de los 3 días de despacho 
siguientes a su emisión, lo debe publicar, y luego consignar la publicación, dentro de los 8 

días de despacho siguientes a su retiro. El incumplimiento de estas cargas, da lugar a que el 
tribunal declare el desistimiento del recurso y ordene el archivo del expediente, salvo que 
dentro del lapso indicado algún interesado se diera por notificado y consignara su publica-
ción. (art 81).  

En estos procedimientos, el tribunal conforme a lo establecido en el artículo 82 de la 
LOJCA 2010, fijar convocar a la realización de la Audiencia de juicio, a la cual deben concu-

rrir las partes y los interesados. En los tribunales colegiados, en esta misma oportunidad, se 
debe designar ponente. Si el demandante no asistiera a la audiencia se debe entender desisti-
do el procedimiento. Al comenzar la audiencia de juicio, el tribunal debe señalar a las partes 
y demás interesados, el tiempo disponible para sus exposiciones orales, las cuales además 
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pueden consignar por escrito. En esta misma oportunidad las partes podrán promover sus 
medios de pruebas.  

4.  Normas específicas de procedimiento en las demandas de nulidad de actos admi-
nistrativos  

En cuanto al procedimiento en los casos de demandas de nulidad de los actos adminis-
trativos, deben destacarse varios aspectos específicos que se fueron elaborándose por la juris-

prudencia y la doctrina en las últimas décadas.  

En primer lugar está el tema de la legitimación en los juicios de nulidad de los actos 
administrativos que la LOJCA 2010 no precisó, y que está condicionada entre otros factores 
por los efectos producidos por los actos impugnados. En cuanto a los actos administrativos de 
efectos generales, la legitimación para impugnarlos y para hacerse parte en los juicios corres-
ponde a cualquiera que alegue un simple interés en la anulación o en el mantenimiento del 

acto impugnado. La acción en estos casos es una acción popular contencioso administrativa, 
tal como se derivaba del artículo 21, párrafo 9º de la derogada LOTSJ 2004, cuando disponía 
que “toda persona natural o jurídica, que sea afectada en sus derechos o intereses por un acto 
administrativo de efectos generales emanado de alguno de los órganos del Poder Público 
Nacional, Estadal o Municipal, …, puede demandar la nulidad del mismo ante el Tribunal 
Supremo de Justicia, por razones de inconstitucionalidad o de ilegalidad”. Se trata de la mis-

ma acción popular que se ha establecido en materia de control de constitucionalidad de las 
leyes y que tiene sus antecedentes desde mitad del Siglo XIX.  

Esta acción popular fue definida por la jurisprudencia, como la que "corresponde a to-
dos y cada uno de los individuos que componen un conglomerado, para impugnar la validez 
de un acto del Poder Público que, por tener un carácter normativo y general, obra erga om-
nes, y, por tanto, su vigencia afecta e interesa a todos por igual."

20
 En estos casos de impug-

nación de actos normativos, dijo la antigua Corte Suprema, los mismos “pueden ser impug-
nados por la vía de la acción popular, ejercida libremente por cualquier ciudadano que se 
encuentre en el pleno goce de sus derechos, esto es, que tenga capacidad procesal” invocando 
simplemente “el derecho que tiene todo ciudadano a que la administración respete la legali-
dad.”

21
 En este caso, agregaba la antigua Corte, “la acción que se da... a cualquiera del pueblo 

(de allí su denominación) está dirigida a la defensa de un interés público que es a la vez sim-

ple interés del accionante quien por esta sola razón no requiere estar investido de un interés 
jurídico diferencial o legítimo”

22
. 

En cuanto a las condiciones de admisibilidad de las demandas de nulidad de actos ad-
ministrativos de efectos particulares, tradicionalmente la legitimación activa se atribuía a 

                                            
20

 Véase la sentencia de la antigua Corte Federal de 14-03-60 en Gaceta Forense Nº 27, 1960, 
pp.127-132 y la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa de 18-
02-71 en Gaceta Oficial Nº 1.472 Extra. de 11-06-71. Véase en Allan R. Brewer-Carías, Jurispru-
dencia de la Corte Suprema 1940-1975 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo V, Vol. I, 
Caracas, 1978, pp. 209-304. 

21
 Véase la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa de 06-02-64 en 

Gaceta Oficial Nº 27.373 de 21-02-64. Véase en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia..., cit., 
Tomo V, Vol. I, p. 296. 

22
 Véase la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa de 18-02-71 en 

Gaceta Oficial Nº 1.472 Extra, de 11-06-71, y la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala 
Político-Administrativa de 21-11-74, en G.O. Nº 30.594 de 10-01-75. Véase en Allan R. Brewer-
Carías, Jurisprudencia..., cit., Tomo V, Vol. I, pp. 304 y 314. 
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quienes fueran titulares de un interés personal, legítimo y directo en la impugnación del acto 
administrativo. Esta exigencia ha sido formalmente eliminada en 2010, tanto con la deroga-
ción de la LOTSJ de 2004, como con la sanción de la LOJCA 2010 que no lo contempla.  

Distinta es la situación de la posibilidad de participación en los juicios como demandan-
tes o como partes, de los entes, consejos comunales, colectivos y otras manifestaciones popu-
lares de planificación, control, ejecución de políticas y servicios públicos, en cuyo caso el 

acto administrativo impugnado debe tener vinculación con su ámbito de actuación. Esas 
entidades pueden incluso emitir su opinión en los juicios cuya materia debatida esté vincula-
da a su ámbito de actuación, aunque no sean partes (art. 10). 

Se trata de lo que se ha regulado en la Constitución para la tutela judicial de los inter-
eses colectivos o difusos (art. 26), resultado del reconocimiento para la participación en los 
juicios de nulidad de los actos administrativos, además del interés personal, legítimo y direc-

to del recurrente, de otras situaciones jurídicas subjetivas que corresponden a una comunidad 
concreta o a la colectividad en general.  

Con ello, se ha reconocido legitimación para actuar a las entidades representativas de in-
tereses colectivos legalmente establecidas y reconocidas (intereses colectivos), y a quienes en 
determinadas circunstancias invoquen la protección de los intereses supra-individuales que 
conciernen a toda la colectividad (intereses difusos), lo que se había recogido en el artículo 

18, párrafo 2º de la derogada LOTSJ 2004. 

En cuanto a la legitimación pasiva en los casos de demandas de nulidad de los actos 
administrativos, la situación de demandado corresponde conforme a la LOJCA 2010 a la 
Administración Pública interesada, en cabeza del representante del órgano o ente que haya 
dictado el acto, quien debe ser notificado (art. 78,1), al cual, por lo demás, se le debe requerir 
el expediente administrativo (art. 79). Además, la condición de demandados corresponde a 

los interesados que también deben ser emplazados mediante cartel (art. 80). 

Debe mencionarse que el artículo 137 de la derogada Ley Orgánica de de la Corte Su-
prema de 1976 establecía en forma expresa, que en los juicios contencioso administrativos 
contra los actos administrativos de efectos particulares, podían hacerse parte todas las perso-
nas que reunieran las mismas condiciones exigidas para el accionante o recurrente, es decir, 
todos los titulares de un interés personal, legítimo y directo en defender el acto impugnado 

(Art. 137). Esta norma, sin embargo, aún cuando no se recogió en la también derogada 
LOTSJ 2004; no impidió que hasta 2010 pudiera considerarse que el mismo principio se 
aplicaba, en el sentido de que para hacerse parte en los juicios atendiendo al emplazamiento, 
la persona debía ostentar un interés, personal y directo sea en la anulación del acto, sea en su 
mantenimiento; o debía acudir alegando la representación de intereses colectivos o difusos.  

Lo que es cierto es que en los juicios contencioso administrativos incluyendo los de nu-

lidad de actos administrativos conforme a la LOJCA 2010, el concepto de parte es fundamen-
tal, pues la parte demandante es la que debe identificarse en la demanda como parte actora 
(arts. 33,2; 34); la parte demandada es la que debe citarse como parte demandada (art. 37); 
son las partes las que pueden formular observaciones a los autos del juez para mejor proveer 
(art. 39); son las partes las que pueden solicitar al juez dictar providencias (art 40); es la 
actuación de las partes la que puede evitar la perención (art. 41); es en relación con las partes 

que surgen las causales de recusación e inhibición de los jueces (arts. 41 ss.); son las partes 
las que participan en la audiencia preliminar, pueden solicitar providencias de correcciones 
procedimentales, y pueden promover pruebas, convenir en hechos y oponerse a pruebas (arts. 
57, 60 y 62); son las partes las que pueden solicitar al juez que se convoque a grupos organi-
zados de la sociedad cuyo ámbito de actuación se encuentre vinculado con el objeto de la 
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controversia, para que participen en la audiencia opinando sobre el asunto debatido (art. 58); 
son las partes las que pueden participar en la audiencia conclusiva (art. 63); son las partes las 
que deben ser notificadas de la sentencia (art. 64); son las partes las que en los juicios de 
nulidad, de interpretación y de controversias, pueden solicitar al juez que se notifique a de-
terminadas personas (art. 68,3); son las partes las que pueden solicitar al juez dictar medidas 
(art. 69), las que son oídas en la audiencia oral (art. 70); son las partes las que como tales 

pueden atender al cartel de emplazamiento (art. 80), las que pueden participar en la audiencia 
de juicio (arts. 82 y 83), promover pruebas, convenir en hechos y oponerse a pruebas (art. 
84); son las partes las que pueden solicitar que se dicten medidas cautelares (art 104); son las 
partes las que pueden participar en la ejecución de sentencias (art. 109, 110); son las partes 
las que pueden apelar de las sentencias (arts. 92, 94) y contestar la apelación (art. 94); y, en 
fin, son las partes las que pueden intentar el recurso especial de juridicidad (art. 95) y contes-

tarlo (art. 99). 

Otro aspecto que debe mencionarse en relación con las demandas de nulidad de los ac-
tos administrativos, tal como se regula en los artículos 76 a 96 de la LOJCA 2010, es que las 
normas de procedimiento que en ellos se establece solo se refieren a las demandas en las 
cuales sólo se solicite la nulidad de un acto administrativo. Sin embargo, en muchos casos, la 
demanda de nulidad de los actos administrativos no se agota con la sola pretensión de anula-

ción de los mismos, sino que la demanda de anulación puede estar acompañada de otras 
pretensiones procesales de contenido patrimonial conforme se establece en el artículo 259 de 
la Constitución y se establecía en el artículo 21, párrafo 18º de la derogada LOTSJ 2004.  

En estos últimos casos, sin embargo, no hay procedimiento específico establecido en la 
LOJCA 2010, por lo que además de aplicarse el procedimiento previsto para las demandas de 
nulidad, con las notificaciones y emplazamientos, en nuestro criterio debe efectuarse la cita-

ción del ente demandado, por ejemplo, encabeza del Procurador General, como representante 
de la República.  

En efecto, puede decirse que a partir de la LOTSJ 2004, había quedado rota la tradicio-
nal dicotomía del contencioso de anulación, por un lado, y del contencioso de los derechos, 
por el otro,

23
 de manera que en el contencioso de los actos administrativos, además de la 

anulación del acto, el juez podía condenar a la Administración al pago de sumas de dinero, a 

la reparación de daños y perjuicios y al restablecimiento de las situaciones jurídicas subjeti-
vas lesionadas por el acto anulado. 

A tal efecto, el artículo 21, párrafo 18 de la derogada LOTSJ 2004 establecía lo siguien-
te: 

“En su fallo definitivo el Tribunal Supremo de Justicia declarará, si procede o no, la nulidad 
de los actos o de los artículos impugnados, y determinará, en su caso, los efectos de la deci-
sión en el tiempo; igualmente podrá, de acuerdo con los términos de la solicitud, condenar el 
pago de sumas de dinero y a la reparación de daños y perjuicios originados en responsabili-
dad de la administración, así como disponer lo necesario para el restablecimiento de las si-
tuaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la actividad administrativa.” 

                                            
23

 Véanse los comentarios de A. Moles Caubet sobre lo que llamó “el contencioso mixto”, en “Ras-
gos generales de la jurisdicción contencioso administrativa” en Instituto de Derecho Público, El 
control jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, Caracas, 1979, pp. 67-77; Nelson 
Rodríguez García, El sistema contencioso-administrativo venezolano y la jurisdicción contencio-
so-administrativa, Valencia, 1982, p. 76-77. 
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Esta norma tenía y aún derogada tiene una importancia destacada en la configuración 
del contencioso-administrativo en Venezuela, con las siguientes implicaciones: 

En primer lugar, las pretensiones de anulación de los actos administrativos pueden 
acompañarse de pretensiones de condena. Por tanto, cuando éstas dependan de lesiones a 
situaciones jurídicas subjetivas producidas por actos administrativos, en la misma demanda 
de anulación de éstos pueden acumularse las pretensiones de condena, con lo cual si bien se 

sigue el procedimiento de los juicios de nulidad deben incorporarse elementos generales 
como la citación de la Administración y el agotamiento del procedimiento administrativo 
previo a las acciones de contenido patrimonial contra la República conforme a las previsiones 
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y a lo previsto en la última 
parte del artículo 7.10 de la Ley Orgánica de la Administración Pública. 

En segundo lugar, las pretensiones de condena que pueden acompañar al recurso de 

anulación, de acuerdo al artículo 259 de la Constitución (y al derogado artículo 21, párrafo 
18º de la LOTSJ 2004), pueden tener su origen básicamente en la responsabilidad de la Ad-
ministración derivada del acto administrativo ilegal, buscándose la condena a la Administra-
ción al pago de sumas de dinero, a la reparación de daños y perjuicios o al restablecimiento 
de la situación jurídica subjetiva lesionada por la actividad administrativa. Esta variedad de 
pretensiones tiene efectos fundamentales en cuanto a la legitimación activa y al contenido de 

la decisión del juez contencioso-administrativo. 

En efecto, en cuanto a la legitimación activa, el derogado artículo 21, párrafo 18º de la 
LOTSJ 2004 ratificó el fin del antiguo monopolio que antes de 1976, había tenido el derecho 
subjetivo en relación con las situaciones jurídicas subjetivas, particularmente en cuanto a su 
resarcibilidad o indemnizabilidad. En esta forma, la tradicional idea de que el interés perso-
nal, legítimo y directo era sólo una situación jurídica procesal para impugnar actos adminis-

trativos, y de que la pretensión de condena sólo correspondía a los titulares de derechos sub-
jetivos quedó superada, y con el ahora derogado artículo 21, párrafo 18º de la LOTSJ 2004, 
resulta que dentro de las situaciones jurídicas subjetivas sustantivas, además del tradicional 
derecho subjetivo también cabe ubicar los intereses legítimos, y éstos, al igual que aquéllos, 
pueden dar lugar a pretensiones de condena y a su resarcimiento. 

Por tanto, la legitimación activa en el contencioso de anulación y condena no sólo co-

rresponde al titular de un derecho subjetivo lesionado por el acto administrativo impugnado, 
sino también al titular de un interés personal, legítimo y directo, lo cual, por supuesto, variar-
ía según el tipo de pretensión de condena. Por ejemplo, si se trata de una pretensión de con-
dena derivada de responsabilidad administrativa originada por el acto administrativo impug-
nado, pueden distinguirse dos supuestos: si se trata de un acto administrativo que lesiona el 
derecho subjetivo al cocontratante de la Administración en relación con un contrato celebra-

do con la Administración, la legitimación activa para impugnar el acto ilegal, y pretender el 
pago de sumas de dinero o la reparación de daños y perjuicios, corresponde al titular del 
derecho subjetivo contractual lesionado (cocontratante).  

En el mismo orden de ideas, por ejemplo, si se trata de un acto administrativo que lesio-
na el derecho subjetivo del funcionario público de carrera a la estabilidad, la legitimación 
activa para impugnar un acto ilegal de destitución y para pretender el pago de sumas de dine-

ro, la reparación de daños y perjuicios por la destitución ilegal o el restablecimiento al cargo 
público de carrera, corresponde al titular del derecho subjetivo lesionado (funcionario público 
destituido). 

Pero la responsabilidad de la Administración no sólo puede surgir de la lesión de dere-
chos subjetivos (contractuales o estatutarios), sino también puede surgir de la lesión a inter-
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eses legítimos, personales y directos, cuyos titulares no sólo tienen la legitimación para im-
pugnar los actos administrativos ilegales que los lesionen, sino también para pretender la 
condena a la Administración a la reparación de daños y perjuicios originados por el acto 
ilegal, y al restablecimiento del interés legítimo lesionado por la autoridad administrativa. Por 
ejemplo, el propietario de una parcela de terreno en una zona urbana residencial, frente a un 
acto administrativo ilegal que cambie la zonificación de la parcela colindante, no sólo tiene la 

legitimación para impugnar el acto ilegal y solicitar su nulidad, sino para que se le resarzan 
los daños y perjuicios ocasionados por el mismo (por ejemplo, daños ambientales, elimina-
ción del derecho a una vista o panorama, etc.) y, para que se le restablezca la situación jurídi-
ca lesionada (demolición de la construcción realizada al amparo del acto ilegal y anulado y 
restablecimiento de la zonificación original). 

Pero no sólo la esencia de la legitimación activa se ha modificado en el contencioso-

administrativo de los actos administrativos, sino que a partir de 1976, también se han modifi-
cado sustancialmente los poderes del juez en sus decisiones de anulación y condena, pues 
éstas pueden incluso, llegar a sustituir la actuación de la Administración. 

En efecto, en el esquema tradicional del contencioso-administrativo de anulación, el 
juez se limitaba a anular el acto recurrido correspondiendo a la Administración la ejecución 
de la decisión judicial. El juez no podía ni ordenar actuaciones a la Administración ni susti-

tuirse a la Administración y adoptar decisiones en su lugar. Sin embargo, este criterio tradi-
cional ha sido superado por el derecho positivo, y no sólo la pretensión de anulación puede 
estar acompañada de pretensiones de condena al pago de sumas de dinero o la reparación de 
daños y perjuicios, sino que más importante, la pretensión de anulación puede estar acompa-
ñada de pretensiones de condena a la Administración al restablecimiento de la situación 
jurídica subjetiva (derecho subjetivo o interés legítimo) lesionada, lo que implica el poder del 

juez de formular órdenes o mandatos de hacer o de no hacer (prohibiciones) a la Administra-
ción. No se olvide que el artículo 259 de la Constitución habla de los poderes del juez con-
tencioso-administrativo para “disponer lo necesario para el restablecimiento de las situacio-
nes jurídicas subjetivas lesionadas por la actividad administrativa”, con lo cual se le está 
confiriendo una especie de jurisdicción de equidad similar a las decisiones de injunction o 
mandamus del derecho angloamericano

24
. Por tanto, al “disponer lo necesario para el resta-

blecimiento de la situación jurídica lesionada”, no sólo puede el juez ordenar a la Adminis-
tración adoptar determinadas decisiones, sino prohibirle actuar en una forma determinada. Y 
más aún, cuando sea posible con la sola decisión judicial, puede restablecer directamente la 
situación jurídica lesionada (y no sólo ordenarle a la Administración que la restablezca). 

5. Normas específicas del procedimiento en las demandas de interpretación de leyes 
administrativas 

Otro de los procesos contencioso-administrativo en Venezuela es el las demandas de in-
terpretación que se ha regulado genéricamente en el artículo 31,5 de la LOTSJ 2010, como 
competencia de todas las Salas del Tribunal Supremo de Justicia, para: 

“Conocer las demandas de interpretación acerca del alcance e inteligencia de los textos lega-
les, siempre que dicho conocimiento no signifique una sustitución del mecanismo, medio o 
recurso que disponga la ley para dirimir la situación de que se trate.” 

                                            
24

 Véase H. W. R. Wade, Administrative Law, Oxford, 1982, pp. 515, 629. 
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Debe recordarse que esta norma reguladora del proceso contencioso de interpretación de 
textos legales

25
, originalmente se había establecido como una competencia exclusiva de la 

Sala Político Administrativa de la antigua Corte Suprema, habiendo sido ampliada a partir de 
la LOTSJ 2004 a todas las Salas, pero sólo admisible “en los casos previstos en la Ley.”

26
 

Así, muchas leyes fueron previendo la demanda en las décadas pasadas, entre otras, por 
ejemplo, la Ley de Carrera Administrativa y su Reglamento; la Ley Orgánica del Poder Judi-

cial (Art. 148); la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia; y la Ley de Licitaciones.
27

 

Como lo precisó la antigua Corte Suprema de Justicia en su sentencia de 14 de marzo de 
1988 (Caso Concejo Municipal del Distrito Bruzual del Estado Yaracuy): 

“Este medio de actuación procesal está reservado de manera exclusiva para aquellos casos en 
los cuales el texto legal cuya interpretación se solicita lo permita expresamente. Resulta, por 
tanto, improcedente el ejercicio y en forma indiscriminada y general, del recurso de interpre-
tación respecto de cualquier texto legal, si no sé encuentra expresamente autorizado por el 
propio legislador.”

28
 

En este recurso de interpretación, la legitimación activa correspondería a todo el que 
tenga un interés legítimo, personal y directo en la interpretación del texto legal, normalmente, 
el funcionario público, y por supuesto, también correspondería a la Administración.  

6. Normas específicas del procedimiento en las demandas para la solución de con-
troversias administrativas 

De acuerdo con lo establecido en los artículos 226,4 de la Constitución, el Tribunal Su-
premo de Justicia en Sala Político Administrativa tiene competencia para: 

“Dirimir las controversias administrativas que se susciten entre la República, algún Estado, 
Municipio u otro ente público, cuando la otra parte sea alguna de esas mismas entidades, a 
menos que se trate de controversias entre Municipios de un mismo Estado, caso en el cual la 
ley podrá atribuir su conocimiento a otro Tribunal.” 

Esta norma se ha desglosado en el artículo 26 de la LOTSJ 2010, en las siguientes com-
petencias para conocer: 

“7. Las controversias administrativas entre la República, los Estados, los Municipios u otro 
ente público, cuando la otra parte sea una de esas mismas entidades, a menos que se trate de 
controversias entre Municipios de un mismo Estado.  

8. Las controversias administrativas entre autoridades de un mismo órgano o ente, o entre 
distintos órganos o entes que ejerzan el Poder Público, que se susciten por el ejercicio de una 
competencia atribuida por la Ley.” 

                                            
25

 Véase E. Pérez Olivares, “El recurso de interpretación” en El control jurisdiccional de los Poderes 
Públicos…, cit., pp.149-165. 

26
  Véase sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa de 27-04-82 en 

Revista de Derecho Público, Nº 10, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1982, p.174. 
27

 Véase sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa de 11-08-81 en 
Revista de Derecho Público, Nº 8, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1981, p. 138. Véase 
artículo 78 de la Ley de Licitaciones, Gaceta Oficial Nº 34.528 de 10-08-90. 

28
 Véase en Revista de Derecho Público, Nº 34, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1988, p.146-

147. 
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La competencia en las demandas para la solución de controversias administrativas, con-
forme a la LOJCA 2010, se han atribuido a la Sala Político Administrativa del Tribunal Su-
premo en los casos de controversias administrativas entre la República, los estados, los muni-
cipios u otro ente público, cuando la otra parte sea una de esas mismas entidades, a menos 
que se trate de controversias entre municipios de un mismo estado; y las controversias admi-
nistrativas entre autoridades de un mismo órgano o ente, o entre distintos órganos o entes que 

ejerzan el Poder Público, que se susciten por el ejercicio de una competencia atribuida por la 
ley (art. 23,7 y 8). En cuanto a las controversias administrativas entre municipios de un mis-
mo estado por el ejercicio de una competencia directa e inmediata en ejecución de la ley, la 
competencia se atribuye a los Juzgados Superiores Estadales de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa (art. 25,9). 

7. Una “casación” contencioso administrativa: Normas específicas sobre el recurso 

especial de juridicidad 

Una de las novedades de la LOJCA 2010 ha sido el establecimiento por primera vez en 
la historia del proceso judicial contencioso administrativo en Venezuela, de un recurso de 
“casación” contencioso administrativo, denominado en la Ley como “recurso especial de 
juridicidad,” cuyo conocimiento sin embargo no corresponde a las Salas de Casación del 
Tribunal Supremo, sino a la Sala Político Administrativa del mismo (art. 95); lo que se ha 

ratificado en el artículo 26,18 de la LOTSJ 2010.  

Como lo especifica expresamente la LOJCA 2010, el recurso no constituye una tercera 
instancia de conocimiento de la causa, y sólo puede interponerse a solicitud de parte, contra 
sentencias dictadas en segunda instancia, con el objeto de que la Sala Político Administrativa 
revise sentencias definitivas dictadas en segunda instancia que transgredan el ordenamiento 
jurídico (art. 95). Este recurso de juridicidad también puede intentarse contra las decisiones 

judiciales de segunda instancia que se pronuncien sobre destitución de jueces. 

Este recurso especial de juridicidad debe interponerse ante el tribunal que ha dictado la 
sentencia, dentro de los 10 días de despacho siguientes a la publicación de la misma, para 
ante la Sala. El escrito del recurso especial de juridicidad debe hacer mención expresa de las 
normas transgredidas (art. 96). El tribunal que dictó la sentencia recurrida debe remitir inme-
diatamente el expediente con el recurso a la Sala Político-Administrativa, dejando constancia 

en el auto que ordena la remisión de los días de despacho transcurridos para su interposición 
(art. 97). 

La Sala Político-Administrativa debe pronunciarse sobre la admisión del recurso dentro 
de los 10 días de despacho siguientes a su recibo (art. 98); y una vez que la Sala admita el 
recurso, la contraparte dispone de 10 días de despacho para consignar por escrito, que no 
debe exceder de 10 páginas, su contestación (art. 99). La limitación parece no tener lógica, 

sobre todo si se tiene en cuenta que la LOJCA 2010 no limita el número de páginas que pue-
de tener el recurso de revisión de juridicidad que se va a contestar.  

Transcurrido el lapso establecido en el artículo 98 de la LOJCA 2010 para la presenta-
ción de la contestación, la Sala Político-Administrativa debe dictar sentencia decisión dentro 
de los 30 días de despacho siguientes (art. 100). Como se dijo, el recurso especial de juridici-
dad no constituye una tercera instancia de conocimiento de la causa (art. 96), por lo que en su 

decisión, la Sala Político Administrativa deberá limitarse a analizar las que transgresiones al 
ordenamiento jurídico que hubiesen sido denunciadas en el recurso (art. 95), en el cual, como 
se dijo, debe hacer mención expresa de las normas denunciadas como transgredidas (art. 96). 
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En la sentencia, la Sala Político-Administrativa puede declarar la nulidad de la sentencia 
recurrida, ordenando la reposición del procedimiento, o resolver el mérito de la causa para 
restablecer el orden jurídico infringido (art. 101). 

En los casos en los cuales la Sala considere que se el recurso se ha intentado temeraria-
mente, podrá imponerle al recurrente, al abogado asistente o al apoderado que lo haya inter-
puesto, en decisión que debe ser motivada, multa por un monto entre 50 U.T. y 150 U.T. (art. 

102).  

Debe señalarse, en todo caso, que la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
cia en sentencia No 1149 de 17 de noviembre de 2010, decidió suspender los efectos de todas 
estas normas relativas al recurso de juridicidad, declarándolas inaplicable.

29
  

IV. REFLEXION FINAL  

Como se dijo al inicio, la nueva Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Adminis-
trativa puede decirse que recogió –aún cuando en muchos aspectos en forma deficiente- 
buena parte de los principios que dispersamente regulaban la misma, conforme a los princi-
pios constitucionales que se habían establecido desde la Constitución de 1961. No es correcto 
decir, por tanto, como se indicó erradamente en la “Exposición de Motivos” del Proyecto de 

Ley, que el contencioso administrativo en Venezuela supuestamente no se habría configurado 
“conforme a la idiosincrasia del país,” sino que supuestamente habría sido “el producto de la 
adaptación a nuestro medio de instituciones foráneas y la imitación de modelos que se fueron 
estructurando a través de la labor jurisprudencial y la doctrina, pero ajenas a nuestras propias 
realidades.”

30
 La verdad es que sólo la ignorancia del redactor de dicha Exposición de Moti-

vos puede justificar esa afirmación, y basta para darse cuenta de ello, como se citó al inicio, 

toda la abundante bibliografía y jurisprudencia del país en las últimas décadas. Ello lo que 
confirma es que frente a esa afirmación sin fundamento, al contrario, la construcción del 
contencioso administrativo ha sido obra de nuestros tribunales, y del foro y de la academia 
venezolanas, desarrollada con base en nuestras normas constitucionales y legales que se 
fueron incorporando en el ordenamiento jurídico, por supuesto, con la ilustración de la mejor 
doctrina del derecho administrativo contemporáneo universal.  

Por otra parte, debe también destacarse que en la segunda discusión del Proyecto de Ley 
en diciembre de 2009, afortunadamente se abandonó la propuesta que se había formulado en 
el Informe correspondiente antes mencionado,

31
 conforme a la cual se pretendía regular una 

“Jurisdicción Administrativa” que nunca ha existido en Venezuela, en lugar de una “Jurisdic-
ción Contencioso Administrativa,” como fue lo que en definitiva se reguló, superándose lo 
que sólo la ignorancia podía pretender, precisamente en contra del propio ordenamiento 

constitucional. La incomprensible propuesta de denominar a la Jurisdicción Contencioso 

                                            
29

 Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/1149-171110-2010-10-1039.html. 
Véase lo expuesto en Allan R. Brewer-Carías y Víctor Hernández Mendible, Ley Orgánica de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, Editorial Jurídica Venezolana, Segunda edición, Caracas 
2010, pp.150-151. 

30
  Véase el texto del “Informe del Proyecto de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Administrativa” 

presentado junto con una Exposición de Motivos por oficio Nº 1124/09 de 7 de diciembre de 2009 
al Secretario de la Asamblea Nacional, en Allan R. Brewer-Carías y Víctor Hernández Mendible, 
Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, Editorial Jurídica Venezolana, Cara-
cas 2010, pp. 267 y ss. 

31
 Idem.  

http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Noviembre/1149-171110-2010-10-1039.html
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Administrativa como “Jurisdicción Administrativa,” se hizo argumentando que el hecho de 
que se hubiese mantenido en la Constitución de 1999:  

“la misma expresión „jurisdicción contencioso administrativa‟ de la Constitución de 1961, 
constituye un atavismo no aceptable en la cultura jurídica relacionada con la jurisdicción, ya 
que en Venezuela nunca existió un verdadero „contencioso administrativo‟ al estilo francés ni 
de las naciones europeas, por lo que resulta dicho agregado un elemento importado de otras 
latitudes sin expresión en nuestra realidad”.  

Con esta afirmación los redactores de esa “Exposición de Motivos” trataron de justificar 
la denominación del Proyecto como “Ley Orgánica de la Jurisdicción Administrativa, eli-
minándose al nombre el adjetivo „contencioso‟ por inapropiado, pues todo lo jurisdiccional 
presupone, en principio, un proceso litigioso con un contradictorio claramente definido”.  

Afortunadamente, como se dijo, en la segunda discusión del Proyecto de Ley se aban-
donó esa disparatada propuesta la cual, sin duda, ignoraba lo que precisamente en Francia 

había significado la expresión “jurisdicción administrativa,” inicialmente integrada en la 
Administración antes de que se consolidara como “contencioso administrativo” fuera del 
Ejecutivo, pero siempre diferenciada y separada de la “jurisdicción judicial.” 

Por otra parte, no es cierto a la luz de la norma del artículo 259 de la Constitución, como 
también se afirmó erradamente en la mencionada “Exposición de Motivos” del Proyecto de 
Ley Orgánica, que el proceso contencioso administrativo supuestamente haya sido en Vene-

zuela –cito- “un ámbito de tutela exclusivamente de las garantías judiciales de los adminis-
trados individualmente considerados,” y que ahora, supuestamente, haya pasado a ser uno 
donde se hace “prevalecer los intereses públicos.” La verdad es que el contencioso adminis-
trativo siempre se ha concebido como una garantía de control judicial del sometimiento de la 
Administración a la legalidad, independientemente si el accionante busca proteger un interés 
individual legítimo o un interés colectivo lesionado por la actuación administrativa que se 

estime contraria a derecho. Ello se deriva de la misma norma constitucional que se había 
incorporado en la Constitución de 1961, por lo que también es errado afirmar, como se hizo 
en la indicada “Exposición de Motivos” de la Ley, que la Constitución de 1999 –cito- haya 
“dado un salto cualitativo en la perspectiva de la justicia administrativa que viene a superar la 
ficticia contradicción entre los intereses públicos y los particulares.” Esa afirmación es errada 
porque no es nada ficticia la contradicción que pueda haber entre esos dos intereses cuando 

de legalidad se trata, pues por más interés público que pueda haber en la realización de una 
actuación pública, si al ejecutarla, la Administración viola la ley afectando intereses de parti-
culares, la contradicción se produce, pero no para hacer prevalecer el interés particular, sino 
para hacer prevalecer la legalidad. Y para ello es que se han configurado tribunales especiali-
zados en la materia, precisamente para hacer controlar la Administración. Ello, en todo caso, 
no está demás recordárselo a los legisladores aficionados, y quizás a alguno de sus asesores, 

quienes juntos se empeñan en tratar de olvidar o borrar la historia, que en Venezuela, como 
en la gran mayoría de los países latinoamericanos, muestra como antes se ha dicho, que el 
derecho administrativo no se construyó con base en los criterios de distinción entre una “ju-
risdicción judicial” y una supuesta “jurisdicción administrativa.” 

En todo caso, para que una Jurisdicción Contencioso Administrativa pueda funcionar 
controlando a la Administración Pública, es indispensable no sólo que el Estado esté formal-

mente configurado como un Estado de Derecho, sino que éste funcione como tal, en un régi-
men democrático, donde esté garantizada la separación de poderes y en particular la auto-
nomía e independencia de los jueces. Sólo unos jueces constitucionales, o contencioso admi-
nistrativos autónomos e independientes, son los por ejemplo, pueden declarar la nulidad de 
los actos del Poder Legislativo o del Poder Ejecutivo, y condenar al Estado por responsabili-
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dad contractual o extracontractual. Es por ello, precisamente, que la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa en Venezuela tuvo su mayor desarrollo a partir de la entrada en vigencia de la 
Constitución de 1961, durante las cuatro décadas de democracia que vivió el país hasta 1999. 
Lamentablemente, a partir de la entrada en vigencia de la Constitución de 1999 y durante la 
última década 1999-2009, la situación ha variado radicalmente y el régimen autoritario que se 
ha apoderado del Estado ha hecho añicos la independencia y autonomía de los jueces, situa-

ción en la cual el control efectivo de la constitucionalidad de los actos del Estado y de la 
legalidad y legitimidad de la actuación de la Administración Pública haya quedado en entre-
dicho.  

Ello, al menos, es lo que nos muestra la experiencia del funcionamiento de la Jurisdic-
ción Contencioso Administrativa en los últimos años,

32
 particularmente desde que el Ejecuti-

vo, en 2003, utilizando al Tribunal Supremo de Justicia intervino a la Corte Primera de lo 

Contencioso Administrativo, secuestrando su competencia y destituyendo a sus Magistrados, 
habiendo quedado clausurada por más de diez meses; y todo por haber “osado,” sus jueces, a 
dictar una simple medida de cautelar de amparo constitucional en contra de autoridades na-
cionales y municipales en relación con la contratación ilegal de médicos extranjeros por parte 
de órganos del Estado para un programa de atención médica en los barrios de Caracas.

33
 El 

efecto demostración de lo que le puede ocurrir a los jueces cuando dictan medidas que afec-

ten intereses políticos del Ejecutivo o de quienes controlan el Poder que derivó de ese caso,
34

 
fue ciertamente devastador, provocando la trágica situación en la que se encuentra actualmen-
te la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en la cual los tribunales que la conforman 
simplemente se han negado a aplicar el derecho administrativo, a controlar a la Administra-
ción Pública y a proteger a los ciudadanos frente a la misma; situación que estamos en el 
deber de seguir denunciando, como lo he venido haciendo desde 1999.  

Haciendo ahora mías las palabras de mi destacado alumno Antonio Canova González, 
“Por mi parte, me he negado, y sigo negando, a ver morir en mi país el Derecho Administra-
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 Véase Antonio Canova González, La realidad del contencioso administrativo venezolano (Un 
llamado de atención frente a las desoladoras estadísticas de la Sala Político Administrativa en 
2007 y primer semestre de 2008), Funeda, Caracas, 2009. 

33
 Véase sobre este caso la referencia en Allan R. Brewer-Carías, “La justicia sometida al poder y la 

interminable emergencia del poder judicial (1999-2006)”, en Derecho y democracia. Cuadernos 
Universitarios, Órgano de Divulgación Académica, Vicerrectorado Académico, Universidad Me-
tropolitana, Año II, Nº 11, Caracas, septiembre 2007, pp. 122-138; “La justicia sometida al poder 
[La ausencia de independencia y autonomía de los jueces en Venezuela por la interminable emer-
gencia del Poder Judicial (1999-2006)]” en Cuestiones Internacionales. Anuario Jurídico Villa-
nueva 2007, Centro Universitario Villanueva, Marcial Pons, Madrid 2007, pp. 25-57. Los Magis-
trados de la Corte Primera destituidos en violación de sus derechos y garantías, demandaron al Es-
tado por violación de sus garantías judiciales previstas en la Convención Interamericana de Dere-
chos Humanos, y la Corte Interamericana de Derechos Humanos condenó al Estado por dichas 
violaciones en sentencia de fecha 5 de agosto de 2008, (Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Pri-
mera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela). Véase en http://www.corteidh.or.cr/ Ex-
cepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C Nº 182. Frente a ello, sin embargo, la 
Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia Nº 1.939 de 18 de diciembre de 
2008 (Caso Gustavo Álvarez Arias y otros), declaró inejecutable dicha decisión de la Corte Inter-
americana. Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-181208-2008-08-15 
72.html 

34
 Véase sobre este caso los comentarios de Claudia Nikken, “El caso “Barrio Adentro”: La Corte 

Primera de lo Contencioso Administrativo ante la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia o el avocamiento como medio de amparo de derechos e intereses colectivos y difusos,” en 
Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2003, pp. 5 ss. 
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http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-181208-2008-08-15%2072.html
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-181208-2008-08-15%2072.html
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tivo, a sabiendas de que es el instrumento para garantizar la libertad de los ciudadanos, sin 
revelar de forma contundente lo que ocurre y señalar con firmeza a los culpables.”

35
 Y estos, 

sin duda, no son otros los que asaltaron el Poder y el Estado desde 1999, apropiándoselo en 
beneficio personal y en perjuicio de los ciudadanos, en nombre de una supuesta democracia 
participativa que no es otra cosa que una excusa para evitar que el pueblo participe efectiva-
mente y para aniquilar la democracia representativa con todos sus elementos y componentes 

esenciales.  

En todo caso, una pieza fundamental de ese instrumento del derecho administrativo para 
garantizar la libertad y derechos ciudadanos, es sin duda una Ley como la nueva Ley Orgáni-
ca de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, la cual, a pesar de lo dicho, es necesario 
estudiar, pues en algún momento en el cual se recupere la institucionalidad del Estado Cons-
titucional, podrá servir para lo que en principio está destinada: para controlar el ejercicio del 

Poder por parte de la Administración Pública y proteger a los ciudadanos frente sus actuacio-
nes. 
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 Véase Antonio Canova González, “La realidad del contencioso administrativo venezolano” (Un 
llamado de atención frente a las desoladoras estadísticas de la Sala Político Administrativa en 
2007 y primer semestre de 2008), cit., p. 14. 


